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resumen

Novedades introducidas por el Código Civil y Comercial en relación con la consti-
tución, el funcionamiento, la disolución y la liquidación de las personas jurídicas en 
general y, en especial, sobre fundaciones, asociaciones, asociaciones civiles bajo for-
ma de sociedad y el consorcio de copropietarios.

Sumario: Introducción.  1. Estructura normativa del nuevo Código unificado.  
2. Parte general de personas jurídicas. Novedades.  2.1. Apostillas en torno a la 
disolución y la relación con la Ley General de Sociedades 19550.  3. Fundacio-
nes.  4. Asociaciones civiles.  5. Los clubes de campo o conjuntos inmobiliarios 
a la luz de la normativa sobre asociaciones civiles incorporada al Código Civil y 
Comercial.  6. En cuanto a la regulación del consorcio de copropietarios como 
persona jurídica.

Introducción

Las novedades introducidas por el Código Unificado son muchas y variadas.  Intenta-
remos concentrarnos en las relativas a la persona jurídica y extendernos lo más posi-
ble hacia las implicancias en distintos órdenes.

1. Estructura normativa del nuevo Código unificado

El Código Unificado modifica la estructura normativa conocida por nosotros.  En 
este sentido podemos puntualizar:

a) Regula las personas jurídicas en general.
 Introduce en el Título II “Persona jurídica” el Capítulo 1 “Parte general”.  A par-

tir del ar tícu lo 141, y hasta el ar tícu lo 167, establece normas que se aplicarán so-

* Publicado por la Academia Nacional del Notariado como material de apoyo a la disertación brindada por 
la autora en el LXIX Seminario teórico práctico “Laureano Arturo Moreira” (Buenos Aires, 4-5 junio 2015).
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bre todas las personas jurídicas en cuanto no haya normas especiales para cada 
persona jurídica en particular.

 Veremos las armonías y contradicciones a resolver por la doctrina y la jurispru-
dencia y las posibles soluciones desde el asesoramiento y el diseño de los esta-
tutos.

b) Deroga el régimen de las sociedades civiles reguladas por el Código de Vélez, 
que se rigen, a partir del día 1º de agosto de 2015, por las normas de la Sección 
IV de la Ley 19550, modificada por la Ley 26994.

c) Introduce en el Título IV “Hechos y actos jurídicos” el Capítulo 8 “Representa-
ción” (arts. 358-381), incorporando asimismo la Sección 1ª “Disposiciones ge-
nerales” con importantes novedades conceptuales sobre la materia.

d) Incorpora la regulación en forma pormenorizada y extensa de las asociaciones 
civiles, que no tenían más que unos pocos ar tícu los en el Código de Vélez.

e) Incorpora la regulación existente sobre las fundaciones, de manera muy similar 
a la Ley 19836, que las regulaba desde 1972.

f) Omite la regulación de las sociedades de profesionales.
g) Omite la regulación de las sociedades de familia como un subtipo, o con una re-

gulación especial, con la excepción del ar tícu lo 1010, que se refiere a la empresa 
familiar o establecimiento familiar.

h) Regula la persona jurídica privada extranjera (art. 150).
i) Regula los contratos asociativos como contratos sin personería jurídica (a partir 

del art. 1442).
j) Prohíbe en general los contratos entre cónyuges bajo el régimen de comunidad, 

para luego modificar, en la Ley de Sociedades, el régimen anterior, permitiéndo-
les a los cónyuges la integración de cualquier tipo de sociedad.

 Al no especificar si se refiere a los cónyuges bajo el régimen de comunidad o 
bajo el régimen de separación de bienes, interpretamos que la norma es permi-
siva en ambos regímenes.

2. Parte general de personas jurídicas.  Novedades

A partir del ar tícu lo 141 del Código unificado, comienza el Título II “Persona jurídi-
ca”, Capítulo I “Parte general”, Sección 1ª “Personalidad. Composición”.

El ar tícu lo 141 define las personas jurídicas como “los entes a los cuales el or-
denamiento les confiere aptitud para adquirir derechos y contraer obligaciones para 
el cumplimiento de su objeto y los fines de su creación”.  Pone en claro que es el or-
denamiento jurídico el que le ha otorgado –o le otorga– aptitud para adquirir dere-
chos y contraer obligaciones 1, en consonancia con el ar tícu lo 144 que incorpora la 

1. Ver Junyent Bas, Francisco, “Apostillas sobre la persona jurídica en el Código Civil y Comercial”, en Doc-
trina Societaria y Concursal, Buenos Aires, Errepar, febrero 2015: “En este sentido, los autores del Código Ci-
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inoponibilidad de la personalidad jurídica en caso de realizar actos con fines ajenos a 
la persona jurídica, es decir, fines extraños a los que motivaron su creación y al cum-
plimiento de su objeto.

Mediante la redacción de esta norma, ratifica el principio de especialidad de la 
persona jurídica.  Denota la influencia doctrinaria que estima el efecto de separación 
patrimonial, que es derivada de la personalidad diferenciada, como un privilegio de 
excepción al patrimonio único de las personas como atributo de la personalidad, 
para poder de esta manera emprender y crear fuentes de trabajo, riqueza y bien co-
mún para toda la comunidad 2.  En este sentido, explicita que es el ordenamiento ju-
rídico el que otorga y puede quitar dicho privilegio de excepción, en razón de las cir-
cunstancias, en especial consideración al fraude a terceros 3.

vil y Comercial expresan que la personalidad jurídica es conferida por el legislador como un recurso técnico 
según variables circunstancias de conveniencia o necesidad que inspiran la política legislativa y por consi-
guiente, otras normas legales que pueden crear figuras que amplíen el catálogo de las existentes […] En conse-
cuencia, sostienen que el aspecto nuclear de la regulación se dirige a establecer el perfil de las personas jurídi-
cas privadas reconociendo la fuerza jurígena de la voluntad para constituirlas dentro del marco de las formas 
admitidas, de manera tal, que la personalidad jurídica nace con el acuerdo de voluntades […] A esta altura es 
bueno recordar que Kelsen Hans, en Teoría pura del derecho, 1941, págs. 47 a 49, señaló la naturaleza auxiliar 
del concepto de ‘persona jurídica’, ya que, en el mundo de la realidad no existen otros sujetos de derecho que 
no sean hombres, por lo que, cuando se dice que la sociedad como persona jurídica tiene deberes y derechos 
es porque el orden jurídico los impone o confiere a estos.  También el autor cita a Ascarelli (Asociaciones y 
sociedades comerciales, Ediar), quien ha enseñado que “la personalidad jurídica no presupone una determina-
da realidad subjetiva, sino que constituye una hipótesis técnica de una normativa que siempre corresponde a 
relaciones entre hombres y actos de estos, por lo que no encuentra correspondencia en un dato prenormativo”.

2. Ver Otaegui, Julio C., “Persona societaria: esquema de sus atributos”, en Revista de Derecho Comercial y 
de las Obligaciones, Buenos Aires, Depalma, nº 39, p. 285: “La personalidad jurídica que se reconoce a estas 
entidades se equipara con su capacidad jurídica, y como la personalidad jurídica se reconoció con un objeto 
conveniente al pueblo o de bien común (CC art. 33, texto Ley 340), las personas jurídicas pueden adquirir los 
derechos que el Código establece y ejercer los actos que no le sean prohi bidos para los fines de su constitución 
(CC, art. 35), y respecto de los terceros gozan en general de los mismos derechos que los simples particulares 
para adquirir bienes, contraer obligaciones e intentar acciones civiles o criminales “en la medida de su capaci-
dad de derecho (CC art. 41)”.

3. Ver Monteleone Lanfranco, Alejandro P., “Las asociaciones civiles en el Código Civil y Comercial”, en 
La Ley, Buenos Aires, La Ley, 10/4/2015: “La norma altera la definición del ar tícu lo 32 del Código Civil de la 
siguiente forma: a) aclara que la capacidad de la persona jurídica para adquirir derechos y contraer obliga-
ciones le es otorgada por el ordenamiento jurídico, lo cual posee implicancias prácticas en la aplicación de la 
doctrina del abuso de la personalidad jurídica, regulado en el art. 144; b) estatuye que dicha capacidad le es 
otorgada con miras al cumplimiento de su objeto y a los fines de su creación.  Aquí también se alinea la norma 
con la teoría de la inoponibilidad de la persona jurídica premencionada, pero además con el vigente art. 2º 
de la Ley 19.550 de sociedades comerciales, que aclara que ‘la sociedad es sujeto de derecho con el alcance 
establecido en esta ley’, y declara inoponibles a la sociedad los actos realizados por los administradores que 
sean notoriamente extraños al objeto social (art. 58, Ley 19.550)”.  Ver también Suárez Anzorena, Carlos, 
“Personalidad de las sociedades”, en AA. VV., Cuadernos de derecho societario, Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 
t. I, p. 129: “A fines del siglo XVIII, Federico Von Savigny escribe su monumental Sistema de derecho romano 
actual.  Alejado del racionalismo liberal, su concepción historicista le hace considerar a las personas jurídicas 
de derecho privado como resultantes de un artificio legal que la ley elabora por razones de conveniencia, acu-
diendo para ello a una ficción, las relaciones de la vida jurídica solo pueden ser ejercitadas por los hombres, 
únicos dotados de voluntad.  Solo en razón de una ficción legal puede explicarse la condición de persona de 
tales entes, que deben su nacimiento en cada caso específico a un acto del Estado y que tienen capacidad li-
mitada a la vida jurídica patrimonial, ejercitándola necesariamente por medio de representantes.  El pensa-
miento de Savigny y sus continuadores influye decisivamente en el Código Civil francés, modelo de los de la 
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Se diferencia, en esta cuestión, del ar tícu lo 35 del Código de Vélez, que textual-
mente dice:

Las personas jurídicas pueden, para los fines de su institución, adquirir los derechos que 
este Código establece y ejercer los actos que no les sean prohi bidos, por el ministerio de 
los representantes que sus leyes o estatutos les hubiesen constituidos.

La definición de Vélez es mucho más amplia que la actual, que dice textualmente “los 
fines de su creación”.  Se puede interpretar que los actos a los que está autorizada son 
los que se proyectan o relacionan con el objeto de la persona jurídica, como elemento 
esencial del contrato, inserto en el articulado del estatuto constitutivo.  Se abre enton-
ces la posibilidad de interpretar que el objeto limita la capacidad del ente, en conso-
nancia con la doctrina del ultra vires abandonada por la doctrina argentina 4 y por el 
texto del ar tícu lo 58 de la Ley de Sociedades vigente.

Es de toda evidencia que al decir el ar tícu lo 35 que “pueden para los fines de su 
institución, adquirir los derechos que este código establece”, abarca los actos que la 
entidad misma califica como útil para su institución, con lo que puede ser interpreta-
do de manera mucho más extensa que el texto actual del Código unificado.

El ar tícu lo 142 regula el comienzo de la existencia de la persona jurídica priva-
da.  Establece el comienzo de la persona jurídica privada desde su constitución, ex-
cepto que requiera autorización estatal para funcionar como tal.

Este ar tícu lo hay que armonizarlo con los ar tícu los 169 y 191 del Código uni-
ficado, que disponen: (art. 169) que en el caso de las asociaciones entre la consti-
tución y la autorización se rigen por las normas de las simples asociaciones y (el 

épo ca.  Décadas más tarde, inspira también nuestro Código Civil.  En 1967, la reforma del Código Civil no 
pretende sino recoger, en el nuevo texto que da al art. 33, una opinión afirmatoria de la personalidad societa-
ria que es unánime e indiscutida en el medio.  Y cuando se proyecta la ley en 1967, domina la concepción de la 
persona societaria como una realidad jurídica instrumental.  En la exposición de motivos se resumen las expli-
caciones de Halperin sobre el tema: ‘Se declara expresamente la calidad de sujeto de derecho que la sociedad 
reviste, si bien se precisa que ella guarda el alcance fijado en la ley.  En este particular se adopta la más evolu-
cionada posición en punto a personalidad jurídica, y de este modo, como lo señalara en otra oportunidad uno 
de los corredactores, la sociedad resulta así no solo una regulación del derecho constitucional de asociarse 
con fines útiles y una forma de ejercer libremente una actividad económica, sino que constituye una realidad 
jurídica, esto es, ni una ficción de la ley –reñida con la titularidad de un patrimonio y demás atributos pro-
pios de la personalidad como el domicilio, el nombre, la capacidad–, ni una realidad física, en pugna con una 
ciencia de valores.  Realidad jurídica que la ley reconoce como medio técnico para todo grupo de individuos 
pueda realizar el fin lícito que se propone.  Con esta norma la ley posibilita, en fin, una amplia elaboración de 
las consecuencias de la personalidad jurídica, y también de soluciones para aquellos casos en que este recurso 
técnico sea empleado para fines que excedan las razones de su regulación”.  El autor menciona en la cita a Hal-
perin, Isaac, Sociedades comerciales, Buenos Aires, Depalma, 1964, p. 89.

4. Ver Barreiro, Rafael, Tratado de los conflictos societarios, Buenos Aires, AbeledoPerrot, 2013, p. 2387: “La 
formulación de esta doctrina puede caracterizarse señalando que la actividad indicada en el acto constitutivo 
representa un límite, no solo al poder de los administradores, sino también a la misma capacidad de la socie-
dad, determinando como consecuencia que los actos extraños al objeto social son insanablemente nulos, aún 
cuando el cumplimiento de los mismos haya sido decidido por el acuerdo unánime de los socios” (cita a Co-
lombres, Gervasio, Curso de derecho societario, Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 1972, p. 105).
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art. 191) que en el caso de la simple asociación, los miembros que la administran 
responden en forma solidaria por las obligaciones asumidas por el ente, durante su 
administración.

La personalidad jurídica entonces se adquiere desde el acuerdo de voluntades 
con prescindencia de la inscripción o autorización, en los casos en que así se deter-
mine legalmente.

El ar tícu lo 143 establece no solo el principio de personalidad diferenciada de la 
persona jurídica y consecuente separación patrimonial, sino que establece en párrafo 
aparte que los miembros no responden por las obligaciones de la persona jurídica, 
excepto en los supuestos que expresamente se prevén en  este título y lo que disponga 
la ley especial.

A continuación, el ar tícu lo 144 introduce una de las mayores novedades en el 
tema que nos convoca ya que incorpora el instituto de la inoponibilidad de la perso-
nalidad jurídica, disregard of legal entity, desestimación de la personalidad jurídica o 
corrimiento del velo societario, a la parte general de personas jurídicas, incorporan-
do así un instituto regulado en la Ley de Sociedades (art. 54 ter) que fuera incorpo-
rado por la Ley 22903 a la Ley de Sociedades, en consonancia con la redacción del ar-
tícu lo 2 de la Ley General de Sociedades, que en el proyecto era también modificado.

El ar tícu lo 2 de la Ley 19550 dice: “La sociedad es un sujeto de derecho con el 
alcance fijado en esta ley”, cuando en el proyecto de Código Civil y Comercial unifi-
cado decía: “con el alcance establecido en la ley”, y que fuera modificado por el Poder 
Ejecutivo.  El Código aplica, entonces, la normativa propia de las sociedades a toda 
persona jurídica, ampliando el ámbito de aplicación de la norma del ar tícu lo 54, con 
algunas diferencias que permiten interpretarlo de manera menos restrictiva a lo que 
ha efectuado la jurisprudencia y una parte de la doctrina nacional sobre el alcance 
del 54 de la Ley General de Sociedades.

El ar tícu lo 144 dice: 

Inoponibilidad de la personalidad jurídica.  La actuación que esté destinada a la con-
secución de fines ajenos a la persona jurídica, constituya un recurso para violar la ley, 
el orden público o la buena fe o para frustrar derechos de cualquier persona, se impu ta 
a quienes a título de socios, asociados, miembros o controlantes directos o indirectos, 
la hicieron posible, quienes responderán solidaria e ilimitadamente por los perjuicios 
causados.  Lo dispuesto se aplica sin afectar los derechos de los terceros de buena fe y sin 
perjuicio de las responsabilidades personales de que puedan ser pasibles los participan-
tes en los hechos por los perjuicios causados.

A esta altura debemos puntualizar que el Código unificado trae normas de preven-
ción del daño, (arts. 1708 y cc.), que son aplicadas no solo a los administradores de 
las personas jurídicas en particular, sino en el supuesto del ar tícu lo 144 a todo aquél 
que pudieron por medio del control de hecho o de derecho, directo o indirecto, evi-
tar dañar a terceros.

http://www.iprofesional.com/adjuntos/pdf/2012/03/358316.pdf
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Es un cambio de paradigmas enorme, dirigido a comprometer la responsabili-
dad por la prevención de los posibles daños. 

La responsabilidad entonces se amplía en torno al cuidado y la prevención.  A 
partir del 1º de agosto, la causalidad no solo será calificada cuando haya una rela-
ción directa entre el obrar y el daño sino también entre la posible evitación del daño, 
como una responsabilidad por incumplimiento al deber de prevenir el daño, en las 
personas, los bienes, las cosas y la comunidad en sentido amplio.

A su vez, la norma del ar tícu lo 144 hay que integrarla al plexo normativo, a la 
luz de las normas del Título Preliminar del Código unificado y –en especial en esta 
materia– a los ar tícu los 9: “Principio de buena fe.  Los derechos deben ser ejercidos 
de buena fe.”; 10: “Abuso del derecho.  El ejercicio regular de un derecho propio o el 
cumplimiento de una obligación legal no puede constituir como ilícito ningún acto.  
La ley no ampara el ejercicio abusivo de los derechos.  Se considera tal el que contraría 
los fines del ordenamiento jurídico o el que excede los límites impuestos por la buena 
fe, la moral y las buenas costumbres.  El juez debe ordenar lo necesario para evitar los 
efectos del ejercicio abusivo o de la situación jurídica abusiva y, si correspondiere pro-
curar la reposición al estado de hecho anterior y fijar una indemnización.”; y 12: “Or-
den público. Fraude a la ley.  Las convenciones particulares no pueden dejar sin efecto 
las leyes en cuya observancia está interesado el orden público.  El acto respecto del 
cual se invoque el amparo de un texto legal que persiga un resultado sustancialmente 
análogo al prohi bido por una norma imperativa, se considera otorgado en fraude a la 
ley.  En ese caso, el acto debe someterse a la norma imperativa que se trata de eludir”. 

A partir del ar tícu lo 145, comienza la Sección 2ª “Clasificación”.  El ar tícu lo 145 
establece la clasificación de personas jurídicas en públicas y privadas.  Respecto a las 
personas jurídicas públicas, el ar tícu lo 146 las enumera en el inc. a), dejando abierta 
la posibilidad de que haya organizaciones a las que el ordenamiento jurídico atribuya 
ese carácter.  De igual manera, en el inciso b) enumera a los Estados extranjeros, las 
organizaciones a las que el derecho internacional les reconozca personalidad jurídica, 
así como toda otra persona jurídica constituida en el extranjero, cuyo carácter pú-
blico resulte de su derecho aplicable, y deja abierta la posibilidad de reconocer otras 
personas jurídicas públicas que las ya reconocidas en la actualidad.

El ar tícu lo 147 establece la ley aplicable a las personas jurídicas públicas, según 
la ley y el ordenamiento de su constitución.  

Luego, el ar tícu lo 148 enumera las personas jurídicas privadas de manera no ta-
xativa, sino meramente enunciativa.

Respecto a la enunciación del mencionado ar tícu lo, debo reparar en algunas 
cuestiones.  En relación a la enumeración en sí, incorpora a las ya conocidas socie-
dades, asociaciones civiles, fundaciones, a las iglesias y otras entidades religiosas, sin 
distinción de credos.  También incorpora las simples asociaciones; reconoce, enton-
ces, la personalidad jurídica trayendo claridad en relación al anterior ar tícu lo 46 del 
Código de Vélez, que especificaba que no tenían personalidad jurídica pero que sí 
eran sujetos de derecho en cuanto pudiera probarse su constitución y la designación 
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de autoridades por escritura pública o instrumentos privados de autenticidad certifi-
cada por escribano público. 

En el proyecto de Código unificado, se propuso la incorporación de las co mu-
nidades originarias indígenas como personas jurídicas de derecho privado, y con-
cordantemente, la propiedad comunitaria indígena de los pueblos originarios como 
derecho de propiedad sobre determinadas tierras, creando de esta manera un nuevo 
derecho real 5.  Esto no llegó a sancionarse en el Código unificado.  Me remito al dic-
tamen presentado por el Colegio Público de Abogados de la Capital Federal sobre 
el tema, que con mucha claridad advirtió los peligros de la regulación pro puesta en 
un Código de derecho privado, cuando las comunidades indígenas deben regirse por 
normas de derecho público, en especial las referidas a la tutela de los derechos huma-
nos.  Asimismo, la regulación podría soslayar derechos consagrados por la Constitu-
ción Nacional, que menoscabarían los derechos de propiedad pública y no privada 
sobre los territorios declarados como pertenecientes a la comunidad.  Este tema tiene 
una gran relevancia, ya que de la manera en que el proyecto regulaba la propiedad 
de las comunidades de pueblos originarios, se consideraba que los inmuebles que le 
pertenecerían lo serían como cosas que están en el comercio, como bienes de domi-
nio privado, bajo titularidad de una organización persona jurídica privada.  En este 
sentido, la crítica hallaba su fundamento en que no podía estar sujeta a las facultades 
dispositivas de la persona jurídica privada, y la crítica se hizo en relación a que debe-
ría ser también considerada no como dominio de las comunidades (persona jurídica 
privada) sino estar fuera del comercio, considerándose dominio público.

Por último, tratarlos como personas jurídicas privadas implicaría imponerles 
cargas de registración, que podrían resultar inadecuadas y, en consecuencia, despro-
tegerlas en la práctica.  

El ar tícu lo 148 del Código unificado también incorpora mutuales, cooperativas, 
consorcio de propiedad horizontal, que nos llevará un apartado especial en el presen-
te trabajo. 

El inciso i) menciona toda otra contemplada en disposiciones de este Código 
(o en otras leyes) y cuyo carácter de tal se establece o resulta de su finalidad y nor-
mas de funcionamiento.  Deja abierto el reconocimiento de otras personas jurídicas 
de carácter privado.  En este sentido, sería oportuno mencionar que algunos autores 
han expresado con beneplácito este inciso sosteniendo que, mediante el mismo, se 
fortalece el principio de la autonomía de la voluntad por sobre el reconocimiento le-
gislativo oportuno 6.

En relación a la prelación normativa, el ar tícu lo 150 nos trae una novedad muy 
importante en relación a la aplicación de las fuentes del derecho, aplicado a las perso-
nas jurídicas en particular.

5. Ver al respecto el dictamen del CPACF sobre los derechos indígenas en el proyecto de Código unificado 
presentado ante la Comisión Bicameral.

6. Junyent Bas, Francisco, ob. cit (cfr. nota 1).

http://www.iprofesional.com/adjuntos/pdf/2012/03/358316.pdf
http://www.cpacf.org.ar/formularios/Dictamen proyecto de reforma del C.Civil.pdf
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Establece

Las personas jurídicas privadas que se constituyen en la República se rigen:
a) Por las normas imperativas de la ley especial o, en su defecto, de este Código;
b) por las normas del acto constitutivo con sus modificaciones y de los reglamentos, 
prevaleciendo las primeras en caso de divergencia;
c) por las normas supletorias de leyes especiales, o en su defecto, por las de este Título.
Las personas jurídicas privadas que se constituyen en el extranjero, se rigen por lo dis-
puesto en la ley general de sociedades. 7

El Código sigue igual criterio en otros institutos donde también establece la jerar-
quía de prelación normativa, por ejemplo en contratos y responsabilidad civil, entre 
otros 8.

Esta metodología disminuye la discusión sobre la ley aplicable y encuadra a la 
relación privada en un esquema de categorías normativas 9. 

Con la unificación civil y comercial, las personas jurídicas tendrán un régimen 
único, regido por el Código unificado, solucionando el régimen especial que conte-
nía el Código Civil para los entes de objeto civil y la Ley 19550, que regulaba no solo 
las sociedades comerciales sino los contratos asociativos, las sociedades de hecho e 
irregulares, y aun las asociaciones bajo forma de sociedad comercial, al amparo del 
ar tícu lo 3 de la Ley 19550.

El objeto civil o comercial no definirá más si estamos frente a entes irregulares 
civiles o comerciales y ya no se hablará más tampoco sobre la comercialidad de algu-
nos entes, por su forma.

Si bien la Ley 19550 sigue vigente con algunas reformas muy importantes, en re-
lación a la prelación normativa se ha terminado la discusión que ha llevado a alguna 
doctrina comercialista a afirmar que no existen en el derecho societario normas de 

7. La Comisión (en los fundamentos) expresa que la norma tiene por finalidad establecer “un orden de pre-
lación en la aplicación a las personas jurídicas privadas de principios y normativas, lo que viene requerido en 
virtud de la existencia de diversos ordenamientos especiales y la fuerza jurígena de la voluntad de sus miem-
bros en la creación y funcionamiento de las personas jurídicas”.

8. Art. 963: “Prelación normativa: Cuando concurren disposiciones de este Código y de alguna ley especial, 
las normas se aplican con el siguiente orden de prelación: a) normas indisponibles de la ley especial y de este 
Código; b) normas particulares del contrato; c) normas supletorias de la ley especial; d) normas supletorias de 
este Código.  Art. 964: “integración del contrato.  El contenido del contrato se integra con : a) las normas indis-
ponibles que se aplican en sustitución de las cláusulas incompatibles con ellas; b) las normas supletorias; c) los 
usos y prácticas del lugar de celebración, en cuanto sean aplicables porque hayan sido declarados obligatorios 
por las partes o porque sean ampliamente conocidos y regularmente observados en el ámbito en que se cele-
bra el contrato, excepto que su aplicación sea irrazonable.”, y art. 1709: “Prelación normativa: En los casos en 
que concurran las disposiciones de este código y las de alguna ley especial relativa a responsabilidad civil, son 
aplicables en el siguiente orden de prelación: a) las normas indisponibles de este Código y de la ley especial; 
b) la autonomía de la voluntad; c) las normas supletorias de la ley especial; d) las normas supletorias de este 
Código”.

9. Iñiguez, Marcelo D., “Reglas generales de las personas jurídicas y contratos asociativos”, en Revista de De-
recho Privado y Comunitario, Santa Fe, Rubinzal-Culzoni, nº 2012-3, p. 237.

Personas jurídicas…

http://www.nuevocodigocivil.com/wp-content/uploads/2015/02/5-Fundamentos-del-Proyecto.pdf


 Doctrina 117Pilar María Rodríguez Acquarone

orden público, y a la distinción entre normas imperativas y normas de orden público, 
que solo tenía como finalidad imponer la especialidad del derecho comercial socie-
tario por sobre las normas rectoras de la vida en comunidad 10 (civil y comercial), 
como ser abuso del derecho (art. 1071 C. Vélez, hoy art. 10 y 11 CCCN), principio de 
buena fe (art. 1198 C. Vélez, hoy art. 9), el requisito de licitud del objeto de los actos 
jurídicos (art. 953 C. Vélez, hoy artículo 12 CCCN), además del instituto de simula-
ción y fraude a los acreedores (hoy arts. 333 y ss., 338 y ss.) y el fraude a la ley como 
instituto con regulación en el ar tícu lo 12 CCCN. 

Podríamos decir que el contenido del antiguo ar tícu lo 953 del Código de Vélez 
–con algunos cambios de lenguaje y concepto– se replica en el nuevo ar tícu lo 279 
CCCN.  El nuevo ar tícu lo 12 CCCN incorpora el fraude a la ley, en el articulado al 
Código. 

El doble sistema normativo del Código para las personas jurídicas y de la Ley 
19550 –Ley General de Sociedades– no debería ser un sistema de yuxtaposición 
normativa, sino que la parte general de personas jurídicas (en cuanto trae normas 
imperativas) deberá prevalecer sobre las normas especiales de la Ley General de So-
ciedades.  Tales serán los casos a comentar expecialmente en relación con: 1) la auto-
convocatoria; 2) los sistemas de resolución de conflictos en el ámbito del órgano de 
administración; 3) en el ámbito de las reuniones celebradas a distancia con medios 
técnicos suficientes que garanticen la autenticidad de los actos celebrados mediante 
dichos medios técnicos.

En cuanto a las entidades civiles constituidas en el extranjero, vamos a ver que 
la unificación trae normas mucho más estrictas en relación a las personas jurídicas, 
dado que impone la regulación que al efecto impone la Ley 19550.  En el ámbito de 
la Ciudad de Buenos Aires, habrá que armonizar dichas normas con las resoluciones 
particulares de la Inspección General de Justicia.

El doctor Iñiguez 11 nos ilustra al respecto:

En entidades civiles constituidas en el extranjero (actualmente) se brinda una hospitali-
dad muy amplia para su reconocimiento y actuación, porque la idea que subyace es que 
su finalidad, más que lucrativa, es asociativa, cultural, deportiva o similar; por lo tanto, 
imponerle mayores regulaciones es innecesario y con la personalidad jurídica atribui-

10. Se ha vertido mucha tinta en relación a este tema, pero para citar algunos fallos importantes y por todos 
conocidos, donde han prevalecido las normas de derecho común por sobre las normas especiales de la ma-
teria en aras de la protección de bienes jurídicos tutelados en casos concretos: “Astesiano c/ Gianina SCA”, 
“Morrogh Bernard, Juan F. c/ Grave de Peralta de Morrogh Bernard, Eugenia y otros”, CCivyCom Concep-
ción del Uruguay, 9/2/1979 (La Ley, t. 1979-D, 237, con nota de María Josefa Mendez Costa); “Swift-Deltec”, 
“Parke Davis”, “Abrecht, Pablo A. y otra c/ Cacique Camping SA s/ sumario”; “Bona Gaspare C/ Cia. Indus-
trial Lanera SA”.  En estos dos últimos fallos se discutía si el plazo especial de la Ley de Sociedades, entre 
otras cuestiones muy relevantes, podía ser opuesto como norma especial de caducidad, frente a los abusos 
de los socios mayoritarios, lo que fue denegado, justamente porque se sostuvo que el orden público general 
prevalece.

11. Iñiguez, Marcelo D., ob. cit. (cfr. nota 9), p. 245.

http://www.infojus.gob.ar/camara-nacional-apelaciones-comercial-nacional-ciudad-autonoma-buenos-aires-abrecht-pablo-cacique-camping-sa-sumario-fa96130036-1996-03-01/123456789-630-0316-9ots-eupmocsollaf
http://www.infojus.gob.ar/camara-nacional-apelaciones-comercial-nacional-ciudad-autonoma-buenos-aires-bona-gaspare-compania-industrial-lanera-sa-fa97977149-1997-08-15/123456789-941-7797-9ots-eupmocsollaf
http://www.infojus.gob.ar/camara-nacional-apelaciones-comercial-nacional-ciudad-autonoma-buenos-aires-bona-gaspare-compania-industrial-lanera-sa-fa97977149-1997-08-15/123456789-941-7797-9ots-eupmocsollaf
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da en el lugar de constitución resulta suficiente para reflejar técnicamente su colectivi-
dad… En suma: se brinda una solución normativa única para el reconocimiento y ac-
tuación de personas jurídicas privadas constituidas en el extranjero. 

A partir del ar tícu lo 151 comienza la Sección 3ª. Persona Jurídica Privada.  Parágrafo 
1º. Atributos  y efectos de la Personalidad Jurídica.

Con el ar tícu lo 151 del Código Unificado, tendremos un control de homonimia 
amplio consagrado en el mismo.  Con esta norma, los registros públicos locales de 
personas jurídicas deberán aggiornar sus sistemas técnicos para que en la práctica 
funcione adecuada y eficazmente el control amplio.  Incluye no solo la obligatoriedad 
de que el nombre cumpla requisitos de veracidad, novedad y aptitud distintiva res-
pecto de otros nombres, sino también respecto a marcas, nombres de fantasía u otras 
formas de referencia a bienes o servicios se relacionen o no con el objeto social. 

En cuanto a la inclusión del nombre de personas físicas en el nombre de la per-
sona jurídica requiere la conformidad de las primeras, que se presume si son miem-
bros.  En el caso de fallecimiento, sus herederos podrán oponerse si acreditan perjui-
cios morales o materiales.

Los ar tícu los 152 y 153 han incorporado lo equivalente en cuanto al domicilio y 
sede social que nuestras normas de la Ley General de Sociedades hubieran incorpo-
rado por la Ley 22903, luego de celebrado el plenario “Quilpe” 12, donde se resolvió 
que el domicilio es un elemento del estatuto necesario que fija la jurisdicción de la 
persona jurídica y el lugar exacto donde tiene su administración o actividad la per-
sona jurídica.  Con el detalle de calle y número exacto, puede constar en el acta cons-
titutiva separadamente del estatuto y ser modificado por resolución del órgano de 
administración de la sociedad sin necesidad de reformar el estatuto.

La inscripción de la sede social es vinculante y oponible a los terceros, y los ter-
ceros tendrán por cumplidas las notificaciones allí emplazadas, aún cuando no sea 
real.  Este ar tícu lo es claramente una norma especial que regula a las personas jurídi-
cas, en franca oposición con el ar tícu lo 77 CCCN, que regula el cambio instantáneo 
de domicilio de las personas humanas.

El ar tícu lo 154 establece que toda persona jurídica debe tener un patrimonio.  
Esto se vincula con la causal disolutoria del ar tícu lo 163 i), que dispone que las per-
sonas jurídicas privadas se disuelven si se agotan los bienes destinados a sostenerla.

Incorpora la posibilidad de que la persona jurídica privada en formación inscri-
ba “preventivamente” a su nombre los bienes registrables.

Lamentamos que luego de tanta tinta vertida en relación a esta cuestión, no se 
haya reparado el error de haber utilizado la palabra “preventivamente” tomado del 
ar tícu lo 38 de la Ley de Sociedades.

Insistimos que la inscripción a que se refiere el ar tícu lo 154 CCCN y ar tícu lo 38 
LS se trata de una registración definitiva de transferencia de dominio a nombre de 

12. CNCom., en pleno, 3/3/1977, “Quilpe SA”.

Personas jurídicas…

http://www.infojus.gob.ar/camara-nacional-apelaciones-comercial-nacional-ciudad-autonoma-buenos-aires-quilpe-siciif-personeria-juridica-igpj-fa77130000-1977-03-31/123456789-000-0317-7ots-eupmocsollaf
http://www.infojus.gob.ar/camara-nacional-apelaciones-comercial-nacional-ciudad-autonoma-buenos-aires-quilpe-siciif-personeria-juridica-igpj-fa77130000-1977-03-31/123456789-000-0317-7ots-eupmocsollaf
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la sociedad en formación, ya que no es una inscripción provisional (término de 180 
días prorrogable), definida por el ordenamiento registral. 13

En cuanto a la duración de la persona jurídica, el ar tícu lo 155 es novedoso por-
que  establece la posibilidad de tener personas jurídicas de duración ilimitada, ex-
cepto que la ley especial requiera plazo (como es el caso de las sociedades (art. 11), y 
las fundaciones (art. 195 inciso e).  En el caso de las asociaciones, lo permite expresa-
mente el ar tícu lo 170 inciso e) CCCN.

En cuanto al objeto de las personas jurídicas, establece el requisito de que el 
mismo sea preciso y determinado. 

No requiere, entonces, que el Código Unificado sea único, aunque la precisión 
y determinación será materia de control de legalidad de los registros locales, enten-
diendo que no debe enumerar objetos inconexos entre sí y de variados rubros, sino 
que debe establecerse con precisión cuáles serán las actividades que la persona jurí-
dica se propone desarrollar concretamente y efectivamente en la realidad.  Para las 
sociedades, deberá tenerse en cuenta la relación capital-objeto, que en el ámbito de 
la IGJ (organismo de contralor y registración de la Ciudad Autónoma de Buenos Ai-
res) rige la resolución que fue originada en el expediente “Gaitán Barugel y asocia-
dos SRL” 14, que nos impone la adecuada relación entre el objeto y el capital social, 
examinando el inspector dicho aspecto entre los elementos del contrato de sociedad, 
capital y objeto.

En cuanto a las personas jurídicas con objeto que no sea contrario al interés ge-
neral o bien común, o a las entidades cuya finalidad es el bien común, en estos casos, 
no tiene ningún sentido tener un objeto único.  Es necesaria la precisión del objeto, 
pero por la finalidad y el espíritu de estas instituciones, no tiene sentido que el ob-
jeto sea único.  En este espíritu creo que la flexibilización de criterios a la hora de la 
redacción del articulado de los estatutos sociales, tiene su fundamento en el fin de la 
institución ya sea: no contrario al bien común o interés general o con la finalidad del 
bien común.

En relación al funcionamiento de la persona jurídica privada, el ar tícu lo 157 
enuncia la posibilidad de modificación del Estatuto, ya sea según el procedimiento 
establecido en el mismo estatuto o por aplicación de la ley.

Aclara que, así como la constitución hace nacer la persona jurídica desde el 
acuerdo de voluntades, también respecto de las modificaciones tendrán efecto desde 

13. Benseñor, Norberto R., “Aporte de bienes a sociedades”, en Herrera, María M. L. (coord.), Derecho socie-
tario. Doctrina, Buenos Aires, Academia Nacional del Notariado, Di Lalla, 2014.

14. Resolución IGJ 1416/2003 (4/11/2003), en el expediente “Gaitán, Barugel & Asociados SRL”.  Luego ori-
ginó la actual redacción del art. 66 de la Resolución 7/2005: “El objeto social debe ser único y su mención 
efectuarse en forma precisa y determinada mediante la descripción concreta y específica de las actividades 
que contribuirán a su efectiva consecución.  Es admisible la inclusión de otras actividades, también descriptas 
en forma precisa y determinada, únicamente si las mismas son conexas, accesorias y/o complementarias de 
las actividades que conduzcan al desarrollo del objeto social.  El conjunto de las actividades descriptas debe 
guardar razonable relación con el capital social”.  [N. del E.: el lector podrá confrontar aquí la Resolución IGJ 
7/2015, que reemplaza la de 2005].

http://www.unav.edu.ar/campus/biblioteca/jurisprudencia/comercial/administrativas/sociedades/res_igj_1416_expte_gaitan_barugel_asociados_srl.pdf
http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=109087
http://www.jus.gob.ar/media/2951604/resolucion_general_07-15_actualizada.pdf
http://www.jus.gob.ar/media/2951604/resolucion_general_07-15_actualizada.pdf
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la resolución y la inscripción tendrá el efecto de oponibilidad a terceros, excepto 
que el tercero lo conozca en cuyo caso será oponible desde el conocimiento de la 
modificación.

Esta redacción viene a traer luz respecto a lo que dice la letra del ar tícu lo 60 de 
la Ley de Sociedades.  Si bien la jurisprudencia en forma unánime 15 y en casi todas 
las jurisdicciones ha sostenido reiteradamente la inscripción como declarativa y no 
constitutiva de los actos de la persona jurídica que se pretenden inscribir, la letra del 
art. 60 LS, en relación con el art. 12 LS, podría interpretarse de manera contraria.  Por 
este motivo es que resulta sumamente beneficiosa la aclaración 16.

El ar tícu lo 158 trae novedades importantísimas y con distintas interpretaciones 
en la doctrina.

En la primera parte del ar tícu lo impone al estatuto contener normas sobre el 
gobierno, administración y representación y, si la ley la exige, sobre la fiscalización 
interna de la persona jurídica.  Luego agrega “en ausencia de previsiones especiales 
rigen las siguientes reglas:”.  Es decir, tiene un contenido imperativo. 

Si la sociedad contiene normas en este sentido, serán las normas del estatuto las 
que regirán, pero tienen que regular estos derechos consagrados por la norma.

Siguiendo la prelación normativa del ar tícu lo 150 del nuevo Código, tendrán 
supremacía sobre las normas que contengan soluciones que no importen el mecanis-
mo adecuado para estas situaciones reguladas con novedad e imperatividad. 

Deberá aplicarse, por la letra del ar tícu lo 150 CCCN, a todas las personas jurí-
dicas, incluso a las sociedades regidas por la Ley 19550.

15. Al sancionarse la Ley 19550, hubo distintas interpretaciones respecto al carácter declarativo o constituti-
vo del art. 60 por su especial remisión al art. 12, pero fueron inmediatamente disipadas por la tendencia ju-
risprudencial que en forma pacífica dictaminó su carácter declarativo.  En este sentido: CNCom., Sala A, 
15/2/1977, “Caeba SA c/Castro D. E.”; CNCom., Sala A, 20/5/1977, “Autobuses Sudamericanos SRL c/ Rodegios 
SA”; CNCom., Sala B, “Financiera Baires c/ Kuperman J”; CNCom, Sala B, 15/11/1977, “Talleres Metalurgicos 
Haedo SA c/ Voltage SA”; CNCom., Sala D, 31/3/1977, “Contrera c/ Vicente Lopez SA”; CNCom., Sala C, “Ban-
co Internacional SA c/Papa, Pascual”, 15/8/1977 www.csjn.gov.ar.  Si bien de los testimonios acompañados no 
surge que la designación de presidente de la sociedad anónima acta haya sido inscripta en el Registro Público 
de Comercio (Ley 19.550, art. 60) ello no hace que los actos realizados por el mismo, en el caso, otorgamiento 
de poder judicial, acto para el cual está expresamente autorizado por el directorio carezcan de validez, habida 
cuenta que la mencionada registración, si bien obligatoria, tiene carácter declarativo: todo ello sin perjuicio de 
los derechos que los terceros pueden invocar, de conformidad a los arts. 12 y 60; CNCom., Sala A, “Trabajado-
res Transportistas Asociados SA c/ Quinteros J.” 3/8/1977; CNCom, Sala D, “Capital Cía. de Seguros c/Sur Cía. 
Argentina de Viviendas Familiares SA”.  El Directorio es tal y el presidente el representante legal de la sociedad 
con independencia de la registración, sin perjuicio de las consecuencias que su falta puede producir respecto 
de terceros.  CNCom., Sala B, “Financiera Baires SA c/ Kuperman Juan C.” La inscripción de nombramiento de 
nuevos administradores societarios no tiene fuerza constitutiva ni purificadora, aunque se reconozca que de la 
inscripción nace presunción.  CNcom, Sala D, “Publicidad Promotor SA s/ Incidente de calificación de conduc-
ta”, 27/4/1984.  CNCom., Sala A, “Incocer SA c/ G. E. Goedhart y Cia.”, 20/4/1987.  La inscripción prevista por 
el art. 60 es meramente declarativa, al igual que la designación o cesación de los administradores, desde la deci-
sión asamblearia y no desde el acto de inscripción, ya que ello solo cumple una función de forma de publicidad.

16. El art. 60 remite al art. 12, que dice textualmente: “Modificaciones no inscriptas. Ineficacia para la socie-
dad y los terceros: Las modificaciones no inscriptas regularmente obligan a los socios otorgantes.  Son inopo-
nibles a los terceros, no obstante, estos pueden alegarlas contra la sociedad y los socios, salvo en las sociedades 
por acciones y en las sociedades de responsabilidad limitada”.

Personas jurídicas…

http://www.csjn.gov.ar
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Por un lado, en el inciso a) se prevé la utilización de medios que les permitan a 
los participantes comunicarse simultáneamente por medios técnicos, que sustituyan 
la ausencia física.  Debe dejarse constancia en el acta respectiva, suscripta por el pre-
sidente y otro administrador, de la utilización de la modalidad a distancia y asimis-
mo debe guardarse registro del acta.

Por el otro, en el inciso b) se prevé la autoconvocatoria, tan esperada por la doc-
trina y jurisprudencia 17, con la aclaración que la unanimidad es requerida para el 
quórum y para la inclusión de los puntos del orden del día.  Luego, una vez aprobado 
el quórum y el orden del día, los puntos del mismo serán resueltos por la mayoría del 
tipo social. 18

En cuanto al ar tícu lo 159, en apariencia replica el actual 59 y 272 LS, pero en 
realidad es mucho más amplio ya que introduce en el segundo párrafo la obligación 
de abstenerse de cualquier acto en que tuviere interés personal en el contrato cele-
brado o a celebrar y a los actos en competencia.  Según la Ley de Sociedades 19550, 
ar tícu los 271 y 273, la Asamblea puede aprobar los contratos en los que el director 
tenga un interés personal y los celebrados en competencia con la sociedad.

17. Ver lo resuelto en los casos recientes de: a) “Grupo Montañeses”, CNCom., Sala D, 5/6/2012 (eldial.com), 
donde se argumentó lo siguiente: “Aun en la hipótesis de que la reunión de directorio del 4/11/2010, que fue 
la que resolvió convocar a la asamblea general ordinaria del 8.11.10, pudiere exhibir algún motivo para el re-
proche, juzgase que ello, en el especial caso de autos, no es causal suficiente para invalidar y desconocer la 
decisión fluyente de esa reunión social.  En efecto: es sabido que una de las condiciones de validez de una 
asamblea es que su convocatoria sea regular (Roitman, H., Ley de sociedades comerciales comentada y anotada, 
Buenos Aires, 2006, T. IV, art. 236, nº 3.a, p. 51), ya que la invalidez de aquella opera, en principio, como causa 
de invalidez de todo el acto asambleario (Sasot Betes M., Sasot M., Las asambleas, Buenos Aires, 1978, cap. IV, 
nro. I, A, a, p. 592; Richard, E. H. y Muiño, O. M., Derecho societario, Buenos Aires, 2000, nº 294.b, p. 475).  
Pero esa irregularidad en la convocatoria no constituye una nulidad de orden público, y puede ser subsanada 
por los votos de una asamblea regularmente integrada y deliberando en las condiciones previstas por la ley o 
los estatutos (conf. Sasot Betes, M. - Sasot, M., Sociedades Anónimas. Las asambleas, Buenos Aires, 1978, p. 61, 
texto y nota nº 27; sobre el tema también véase: Salanitro, N., L’invalidità delle deliberazioni del consiglio di am-
ministrazine di società per azioni, ps. 208/209, nº 8, Giuffrè, Milano, 1965).  Es por ese motivo que hallándose 
acreditado que la asamblea de Grupo Montañeses del 8/11/2010 se celebró con las accionistas que representan 
el 100 % de los votos (para confirmar el dato véase lo expuesto en el acta de directorio del 4/11/2010 en orden 
a la compraventa de acciones que se produjo el 2/11/2010 en favor de Mishquila Nuria Kaygel, a su debida re-
gistración en los libros sociales –LSC 215–, y al detalle sobre la nueva composición de los titulares del paquete 
accionario; todo lo cual luce refrendado por la certificación contable obrante en fs. 8 y el informe que ese 
mismo profesional presentó en fs. 9/10 de las actuaciones que corren por cuerda), que las decisiones en ella to-
madas lo fueron por unanimidad (LSC 237, último párrafo), estima la Sala –en concordancia con lo manifes-
tado por la apelación; fs. 59 vta.–, que ese especial marco de actuación, examinado bajo el prisma conceptual 
expuesto en el párrafo precedente, tuvo el efecto de purgar cualquier vicio de convocatoria (esta Sala, 1.7.11, 
‘Inspección General de Justicia c/ Lagos del Sur S.A.’)”.  Y b) CNCom., Sala D, 1/7/2011, “Inspección General 
de Justicia c/ Lagos del Sur Argentino Sociedad Anónima s/ organismos externos” (El Derecho, t. 245, p. 13), 
donde se dijo: “En todo caso si el tema que fue materia de resolución violara de alguna manera la función or-
gánica de aquél, le cabría impugnar por vía judicial la resolución, sin que implique la nulidad de la asamblea, 
ya que ésta, siendo unánime, no dejaría de ser válida y no habría por qué suponer que la asistencia de ese 
funcionario fuese requisito esencial para la constitución (Verón, Alberto V., Sociedades comerciales, Buenos 
Aires, Astrea, 1986, t. 3, p. 757, parág. 14; López Tilli, Alejandro M., Las asambleas de accionistas, Buenos Ai-
res, 2001, ps. 302/304, apartado b)”.

18. Alonso, Ana, “Autoconvocate”, en Nissen, Ricardo A. (coord.), Las reformas al derecho comercial en el 
proyecto del Código Civil y Comercial de la Nación, Buenos Aires, Legis, 2012.

http://www.infojus.gob.ar/camara-nacional-apelaciones-comercial-nacional-ciudad-autonoma-buenos-aires-inspeccion-general-justicia-grupo-montaneses-sa-organismos-externos-fa12130552-2012-06-05/123456789-255-0312-1ots-eupmocsollaf
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En cambio, el nuevo ar tícu lo 159 CCCN no admite tal aprobación ni ratifica-
ción por la Asamblea, debiendo sencillamente abstenerse.

Un problema que tendremos en los tribunales es que se menciona el deber de 
abstención pero no se regula cuál es la sanción de la falta de abstención ni la posibili-
dad de subsanar el vicio del que adolece.

El ar tícu lo 159 luego agrega que el administrador o los administradores deberán 
implementar sistemas y medios preventivos que reduzcan el riesgo de conflictos de 
intereses en sus relaciones con la persona jurídica, con lo cual agrega la obligación 
de previsionar la posible producción de un daño como un deber actual y del que res-
ponderá 19 si no es cumplido conforme los ar tícu los 1708, 1710 y 1757 CCCN.

Es menester anotar la obligación de prever los daños como una obligación ac-
tual que tiñe todo el Código unificado.

El ar tícu lo 160 reitera la responsabilidad de los administradores por los daños 
causados, ya sea por acción u omisión, no solo en relación a la persona jurídica sino 
también respecto a los miembros, socios y terceros.

El ar tícu lo 161 trae una solución muy novedosa y esperada por la realidad de al-
gunas empresas o personas jurídicas.  Ciertamente, en algunos casos suceden enfren-
tamientos y conflictos que llevan a paralizar el órgano de administración del ente, 
impidiendo la convocatoria al órgano de gobierno y, por ende, aniquilando el fun-
cionamiento de los órganos societarios por largos períodos de tiempo que implican 
pérdidas importantes.

Las opciones actuales, anteriores a la vigencia del nuevo Código son: la auto-
convocatoria, denegada como recurso por el organismo de contralor: Inspección Ge-
neral de Justicia (en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires), o la convocatoria judi-
cial o administrativa. 

El nuevo ar tícu lo 161 establece un mecanismo que debe imperativamente ope-
rar 20 en el caso de bloqueo del órgano de administración:

a) El administrador puede realizar actos conservatorios.
b) Los actos deben ser puestos en conocimiento de la asamblea que convoque al 

efecto dentro de los 10 días.
c) La asamblea así convocada puede conferir facultades extraordinarias a los 

miembros del órgano de administrador que no son obstruccionistas, para rea-
lizar actos urgentes o necesarios y por supuesto que podrá remover al adminis-
trador que obstaculiza el funcionamiento del órgano. 

En cuanto al ar tícu lo 162, trae una solución ya receptada por el organismo de 
contralor en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, referida a que todas las personas 

19. Ya no habrá más división entre responsabilidad contractual y extracontractual, categoría que desaparece 
en el Código unificado.

20. Ver Alonso, Ana y Cultraro, Gustavo, “Un tratamiento ineficaz para la obstrucción”, en Nissen, Ricar-
do A. (coord.), ob. cit. (cfr. nota 18), p. 197.
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jurídicas pueden transformarse, fusionarse o escindirse, cuestión debatida porque los 
fenómenos estaban regulados en la Ley 19.550, que trataba el régimen de las socie-
dades comerciales.  Por supuesto, teniendo siempre en cuenta la finalidad de las per-
sonas jurídicas como las asociaciones y fundaciones y el destino de los bienes de las 
mismas que limitan algunas cuestiones muy importantes en relación a estos procesos.

En referencia a las causales disolutorias, debemos decir: 
El ar tícu lo 163 menciona las causales disolutorias en 10 incisos.
Respecto a los mismos, debemos recalcar 3 particularidades importantísimas:
– en el inciso i) se menciona al agotamiento de los bienes destinados a soste-

nerla, abarcando su patrimonio y no una cifra estatutaria, que en las asociaciones y 
fundaciones es mínima, diferenciando esta situación que sí se da en las sociedades 
como pérdida de capital social (art. 94, Ley 19.550).

– en el inciso j) cualquier causa prevista en el estatuto o en otras disposiciones 
de este título o de la ley especial, librando a la autonomía de la voluntad la creación 
de nuevas causales disolutorias (art. 89, Ley 19.550). 

– la reducción a uno del número de miembros, si la ley especial exige plurali-
dad de ellos y ésta no es restablecida en el término de tres meses.

2.1. Apostillas en torno a la disolución y la relación con la Ley General de Sociedades 
19550

2.1.1. Para entrar en el tema de la causal disolutoria

Causal disolutoria es el hecho o acto jurídico calificado por la ley como desencade-
nante de la liquidación de la sociedad, que provoca el ingreso en el proceso liquida-
torio. 

¿Qué es la disolución de la sociedad?  ¿Se puede equiparar la disolución de la 
persona jurídica a  la muerte de la persona humana?  No, pero sí se puede equiparar 
a un accidente que provoque la agonía de la persona humana, ya que en la agonía –la 
persona humana– está destinada a su muerte, aunque puede revertirse.

La disolución es el inicio de la etapa liquidatoria, es el principio del fin, constitu-
ye el momento preciso a partir del cual la sociedad muta de objeto 21,  deja de realizar 
la actividad que realizaba, comprendida en el objeto social que el estatuto prevé, para 
comenzar a liquidar el activo y el pasivo en aras a saldar cuentas y repartir el rema-
nente en especie o en efectivo entre los socios, si hubiere remanente y luego de lo 
cual se cancelará y la persona jurídica dejará de existir.

Entonces desde el inicio de la etapa liquidatoria (provocada por una causal diso-
lutoria) hasta la cancelación, hay un proceso liquidatorio en el cual la sociedad man-

21. Benseñor, Norberto R., “Régimen y actuación de sociedades disueltas”, en Revista del Notariado, Buenos 
Aires, Colegio de Escribanos de la Capital Federal, nº 813, abril-junio 1988, pp. 399-438.

https://www.colegio-escribanos.org.ar/biblioteca/cgi-bin/ESCRI/ARTICULOS/26321.pdf
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tiene su personalidad jurídica (principio de identidad de la persona jurídica) que lue-
go sí se extingue con la cancelación.

Doctrinariamente, se insiste en recalcar que la disolución no implica, por sí, un 
estado social determinado ni una etapa con duración alguna, sino solo un instante 
que provoca la detención del proceso de cumplimiento del objeto social, haciendo 
ingresar a la sociedad en la etapa de la liquidación.

Las causales disolutorias están enumeradas en el ar tícu lo 94 de la Ley de Socie-
dades.  No son taxativas (el art. 89 LS refuerza esta opinión de la doctrina ya que los 
socios pueden incluir causales que no están previstas en la Ley 19550).  Las nulidades 
(arts. 16-18 y 29 Ley 19.550) también implican liquidación originada en la nulidad o 
anulabilidad, cuyo efecto es la disolución.  No tiene efecto retroactivo, sino que cau-
san la liquidación de la sociedad.

Las causales disolutorias pueden clasificarse en automáticas o las que requieren 
un pronunciamiento o reconocimiento por parte de la sociedad 22.

2.1.2. El legislador modifica el ar tícu lo 94 y elimina el inciso 8 LS

La Ley 26994 modifica entonces el ar tícu lo 1 de la Ley 19550, requiriendo en lugar de 
dos o más personas para constituir una sociedad, una o más personas.

La ley requiere que la sociedad unipersonal al constituirse adopte el tipo so-
ciedad anónima y que conste en el nombre sociedad anónima unipersonal o la si-
gla SAU (art. 164, LS).  Asimismo, requiere que no sea constituida por otra sociedad 
anónima unipersonal.  Las somete a la fiscalización estatal permanente del ar tícu lo 
299 inciso 7).  En consecuencia, requiere directorio plural de 3 directores y 3 síndi-
cos como mínimo.  El capital debe ser integrado en el acto constitutivo en un 100 % 
(art. 11, inc. 4 y 186, inc. 3, 187).

En aparente armonía y concordancia con el ar tícu lo 1 de la Ley 19550 reforma-
da, desaparece el inciso 8 del ar tícu lo 94, la reducción a uno del número de socios, 
luego de transcurridos los tres meses que estipula la norma para recomponer la plu-
ralidad de socios, que no sería causal de disolución.

Sin embargo, el ar tícu lo 94 bis que incorpora la Ley 26994 establece que la re-
ducción a uno del número de socios no es causal de disolucióncausal de disolución; 
y, asimismo, si no se decidiera otra solución similar en el término de tres meses, im-
pone la transformación de pleno de derecho de las sociedades en comandita simple o 
por acciones y de capital e industria en sociedades anónimas unipersonales.

Es coherente con el Anteproyecto, que no traía la sociedad anónima uniperso-
nal “como un subtipo de la SA”, sino que incorporaba las sociedades unipersonales 
como sociedades de un solo socio, donde quedaban solamente fuera de esta posibili-

22. CNCom., Sala F, 6/2/2014, “Trimarco, Jorge c/ Calabrese, Daniel H. s/ ordinario”.
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http://www.iprofesional.com/adjuntos/pdf/2012/03/358316.pdf
http://www.cij.gov.ar/scp/include/showFile.php?acc=showFAR&tipo=fallo&id=213831&origen=Resoluciones
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dad las sociedades que requieren por el tipo de dos clases de socios: las en comandita 
(simple y por acciones) y la sociedad de capital industria.  En consecuencia, en el An-
teproyecto elevado para su consideración al Poder Ejecutivo, podían ser sociedades 
unipersonales tanto la sociedad colectiva como la sociedad de responsabilidad limi-
tada y la sociedad anónima, como las conocemos hoy en día sin las especificaciones 
técnico-jurídicas exigidas para las SAU, cuyos requisitos fueron incorporados por el 
Poder Ejecutivo Nacional.

Las sociedades que no se transformen de pleno derecho o por decisión de los 
socios en adecuar los órganos sociales existentes a los requeridos por la Ley de So-
ciedades (tal como fue reformada), ¿quedarán como sociedades de la Sección IV?  ¿O 
deberán disolverse y liquidarse?  ¿O cambiará la responsabilidad de los socios confor-
me lo establece el ar tícu lo 99?  ¿O conforme lo establece el ar tícu lo 24 reformado?

Opinamos que pasan a ser de la sección IV, ya que no hay ninguna sanción para 
la no adecuación.  Si bien el 94 bis impone la transformación, no hay sanción estable-
cida en la ley.

Entendemos la frase “de pleno derecho” como de cumplimiento imposible, sien-
do la transformación a la que está obligada por la ley una norma imperativa, que si 
es dejada de lado ya sea por negligencia o decisión consciente del único socio, deberá 
entenderse encuadrada en las normas que rigen las sociedades de la Sección IV.

2.1.3. El nuevo ar tícu lo 100 de la Ley 19550, reformada por la Ley 26994

El ar tícu lo 100 LS reformado, que decía “en caso de duda sobre la existencia de una 
causal disolutoria, se estará a favor de la subsistencia de la sociedad”, mantiene el 
principio de conservación de la sociedad.  Califica de este modo a la sociedad, como 
fuente de trabajo e intercambio de riqueza y consumo entre los habitantes de la Re-
pública, no solo para la empresa en sí y sus beneficiarios directos, sino también para 
la comunidad toda.  Consecuentemente, tutela la empresa como un bien en sí mismo, 
jurídicamente protegido.

Pero agrega en un párrafo anterior a lo que desde antiguo rezaba el ar tícu lo 100: 
Remoción de causales de disolución.  Las causales de disolución podrán ser removi-
das mediando: 1) decisión del órgano de gobierno, 2) eliminación de la causa que le 
dio origen, 3) si existe viabilidad económica y social de la subsistencia de la actividad 
de la sociedad; 4) la resolución deberá adoptarse antes de la cancelación registral, 
5) sin perjuicio de terceros y de las responsabilidades asumidas.

Se contradice o se encuentra en desarmonía con el 95, ya que se entiende apli-
cable a todas las causales de disolución, incluyendo a la causal que impone la disolu-
ción por el vencimiento del plazo sin haber decidido la prórroga. 

El instituto de la reconducción, basado en antecedentes jurisprudenciales como 
“La Distribuidora Musical SRL”, en el que en base a jurisprudencia y doctrina extran-
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jeras se aplica el instituto de reactivación de la empresa, permitiéndole a la sociedad 
una vez vencido el plazo reactivarse o reconducirse habiendo entrado en el proceso 
liquidatorio, fue celebrado como un valioso instituto incorporado en la reforma de la 
Ley 19550 en el año 1983, mediante la Ley 22903.

La intención y consecuente decisión del órgano de gobierno de la sociedad de 
remover la causal de disolución por vencimiento del plazo debe decidirse y solicitar-
se antes de la inscripción del liquidador en el Registro Público de Comercio, con la 
mayoría establecida para la reforma del estatuto según el tipo de sociedad.

En el sistema del ar tícu lo 95 anterior a la reforma de la Ley 26994: 1) antes de 
la inscripción del liquidador, la decisión puede tomarse por la mayoría requerida 
para este tipo de sociedad; 2) luego de la inscripción, requiere la unanimidad sin 
distinción de tipos.  En el sistema reformado por la Ley 26994 se mantiene para la 
re moción de la causal disolutoria del vencimiento del plazo.  Pero para las otras cau-
sales disolutorias, antes de la cancelación, se puede remover la causal si antes no 
hubo cancelación registral de la sociedad y consecuente extinción de la persona ju-
rídica societaria, con las mayorías requeridas para la reforma del estatuto, según el 
tipo social.

En relación con las personas jurídicas, este instituto está regulado por los ar-
tícu los 165 y 166 del Código.  El ar tícu lo 165 establece el funcionamiento de la 
prórroga, resuelta y solicitada por la entidad antes del vencimiento del plazo.  El 
ar tícu lo 166 regula la reconducción, siempre que la entidad no haya concluido la 
liquidación.

Entiendo que el concepto reconducción está escrito en sentido amplio, como si-
nónimo de reactivación 23, y no específicamente determinado para el caso de venci-
miento de plazo, es decir, aplicable a la remoción de cualquier causal disolutoria que 
pueda ser removida.

Nótese que en la redacción del ar tícu lo 166 menciona “siempre que la causal de 
su disolución pueda quedar removida por la decisión de los miembros o en virtud de 
la ley”.

Interpreto que la fórmula utilizada es amplia y si puede tener viabilidad la re-
moción de la causal disolutoria, podrá removerse y entonces reconducirse, sea cual 
sea la causal, siempre de acuerdo a la realidad y posibilidad, fáctica y legal.

2.1.4. La pérdida del capital social como causal disolutoria en la Ley 19550.   
La infracapitalización societaria.  Normativa en relación a las personas jurídicas

El capital social es un elemento esencial tipificante del contrato de sociedad, deri-
vado de los aportes de los socios.  Funciona como una cifra de retención intangible.  

23. Según lo dictamina el juez Enrique Butty en “La Distribuidora Musical SRL”, anterior a la reforma de la 
Ley 22903.  El juez Butty utiliza la palabra “reconducción” como sinónimo de reactivación societaria (JNCom., 
de Registro 4/6/1980.
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Como tal, debe ser serio y tener adecuada relación con el objeto social para su cum-
plimiento 24.

La persona jurídica nace con el contrato plurilateral de organización mediante 
el cual se constituye la sociedad, y en ese momento el capital es igual al patrimonio 
social.  Luego, el patrimonio fluctúa y el capital se mantiene estático.

El capital es la garantía indirecta de los acreedores sociales y la contrapartida de 
la limitación de la responsabilidad.  Por eso es relevante en las sociedades de respon-
sabilidad limitada y no en las de responsabilidad ilimitada.

¿Qué sucede cuando el capital social ya no está y los acreedores sociales tienen 
que cobrarse sus créditos?  Si la sociedad es de personas, no tiene mayor relevancia 
debido a que los socios responden con todo su patrimonio.  En cambio,  cuando hay 
limitación de la responsabilidad al capital suscripto, es una situación completamente 
distinta.

La ley tiene herramientas para mantener intangible el capital como garantía 
para los acreedores sociales.  Por ejemplo, en el ar tícu lo 206 impone la reducción 
obligatoria si se consumen todas  las reservas y la mitad del capital social.  Asimismo, 
el ar tícu lo 94 inciso 5 impone la disolución de la sociedad ante la pérdida del capital 
social, si no se utiliza el remedio de la recomposición del capital que trae el ar tícu lo 
96 del mismo ordenamiento especial. 

Luego hay otros remedios que trae la Ley 24522 ante la insolvencia de la socie-
dad.  Pero no hay que confundir la insolvencia patrimonial con la infracapitalización.  
Puede haber insolvencia sin infracapitalización y viceversa.

¿Qué es la infracapitalización?  ¿Cuál es la definición?  La infracapitalización es 
la falta de concordancia evidente y notoria de gran proporción entre la cifra estática 
e intangible que figura en el estatuto social como capital social. 25  Se ha estudiado en 
distintos países al referirse a la comparación entre el flujo de fondos de la sociedad, 
de origen propio, y la desproporción con el capital social.  Otra definición 26: la infra-
capitalización se da cuando el capital social representa menos del 30 por ciento de los 
gastos de la sociedad. 

La infracapitalización puede clasificarse en formal o material.  Formal es cuando 
la cifra capital es insuficiente en proporción al volumen del negocio para hacer frente 
a los pasivos sociales.  Puede haber infracapitalización formal sin que haya insolven-
cia ni verdadera infracapitalización material 27.  Esta última se da cuando ni el capital 

24. Según lo sostenía el maestro Isaac Halperin, citado en los fundamentos de “Gaitán Barugel y Asocia-
dos SRL”, resolución particular de la IGJ (cfr. nota 14); y las resoluciones IGJ 6/1980 y 7/2005 (ver art. 66).  
[N. del E.: el lector podrá confrontar aquí la Resolución IGJ 7/2015, que reemplaza la de 2005].

25. Proietti, Diego M., “La infracapitalización y la teoría del corrimiento del velo societario para responsa-
bilizar a los socios o accionistas”, en La Ley, Buenos Aires, La Ley, suplemento “Actualidad”, 29/9/2011.

26. Boquín, Gabriela y Nissen, Ricardo A., “Sobre la necesidad de incluir soluciones concretas en materia de 
infracapitalización societaria”, en Nissen, Ricardo A. (coord.), ob. cit. (cfr. nota 18), p. 409.

27. Méndez, Juan J., “Responsabilidades emergentes de la infracapitalización societaria”, en Revista de Dere-
cho Comercial y de las Obligaciones, Buenos Aires, LexisNexis, 2005, p.651.

http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=83782
http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=109087
http://www.jus.gob.ar/media/2951604/resolucion_general_07-15_actualizada.pdf
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social, ni las reservas, ni los préstamos efectuados de los socios a la sociedad, ni tam-
poco los activos de la sociedad alcanzan para cubrir las deudas sociales.  Se comprue-
ba en el momento de confeccionar un balance.

La sociedad no necesita estar en estado de cesación de pagos para esta realidad, 
ya que puede estar al día con todas sus obligaciones y sin embargo estar infracapitali-
zada, siendo solamente un riesgo para los acreedores contratar con una sociedad con 
estas características, ya que el capital no alcanzará a funcionar verdaderamente como 
una garantía ni una cifra de retención o a l menos no  será suficiente dicha garantía.

La doctrina y jurisprudencia extranjeras han dado distintas herramientas que 
han aplicado los jueces en casos determinados, aunque algunos países como Alema-
nia han tratado jurisprudencialmente esta cuestión desde 1938, y luego han dictado 
normas específicas para su combate.  Normas que luego se han replicado en Bélgica y 
Portugal en este mismo sentido.

¿En qué consiste?  En darle el tratamiento a los aportes irrevocables a cuenta de 
futuros aumentos de los socios y a otras cuentas, por ejemplo, resultados no asigna-
dos el mismo tratamiento que si fueran cifras que formarán parte del capital social, 
es decir, sumándolo.  En este sentido, los socios que hicieron aportes deben esperar 
a que todos los acreedores cobren para recién luego –como socios– retirar su rema-
nente si lo hubiera.

En la Argentina, la IGJ dictó normas en el ámbito de la Ciudad de Buenos Ai-
res para obligar a la sociedad a capitalizar los aportes irrevocables, a cuenta de futu-
ros aumentos de capital social efectuados por los socios.  Pero esto en el ámbito de la 
Ciudad de Buenos Aires.

En cuanto a la jurisprudencia que ha tratado de poner remedio a la materia, se 
ha aplicado el instituto de la inoponibilidad de la personalidad jurídica (art. 54, últi-
mo párrafo) para, mediante incidente, se fallare impu tando la responsabilidad por el 
daño causado o el crédito impago directamente al socio o controlante como remedio 
excepcional y casuístico.

Esto se resolvió en el caso “Carballude SRL” 28 (2014), en el que la Cámara Na-
cional de Apelaciones en lo Comercial, Sala F, falló en el sentido de impu tar los da-
ños a los socios, haciéndolos responsables por el pago de lo debido.  En dicho caso, 
los socios habían operado con una SRL infracapitalizada desde el inicio y además no 
habían ni siquiera integrado los aportes a la sociedad en el plazo previsto por la ley.  
Habían integrado solo el 25 por ciento inicial y nunca más integraron el 75 restante. 

El remedio es excepcional y de aplicación restrictiva, pero en el supuesto fun-
cionó eficazmente.  El instituto de la inoponiblidad los tuvo por responsables por 
mera negligencia en el actuar societario y no hizo falta probar la intención de ocultar 
bienes y la configuración de la conducta como fraudulenta, en el pedido de extensión 
de la quiebra.

28. CNCom., Sala F, 13/5/2014, “Víctor Carballude SRL s/ quiebra s/ Incidente (de inoponibilidad de la per-
sonalidad jurídica)”.  [N. del E.: el lector podrá acceder aquí a los sumarios oficiales {buscar por carátula}].
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En el ámbito de las personas jurídicas, el tema de la infrapatrimonialización 
queda plasmado de una manera mucho más amplia.  Quedará a criterio de los miem-
bros de la persona jurídica, que tomarán sus decisiones formales basados en los esta-
dos contables, debiendo también responder ante la negligencia de obligarse sin res-
paldo patrimonial que garantice el adecuado funcionamiento del ente colectivo, y en 
último caso se resolverá con apreciación judicial.  Este instituto se consagra legislati-
vamente en el inciso i) del ar tícu lo 163 CCCN.

3. Fundaciones

El nuevo Código viene a incorporar a su articulado la regulación ya existente de las 
fundaciones con algunos pequeños cambios.  Dichas personas jurídicas tienen regu-
lación actual (anterior al Código) desde 1972, con la sanción de la Ley 19836, que 
regula este tipo de entidades. 

Antes de comenzar con la regulación específica debemos recordar que las fun-
daciones tienen una naturaleza particular.  Las fundaciones nacen de manera distinta 
a las entidades que estamos estudiando, ya que pueden crearse por la voluntad de 
varias personas, o de una única persona física o jurídica y también por acto de última 
voluntad, si fuera persona física (art. 193 CCCN)

Toda fundación debe constituirse con un objeto de bien común, y acá el bien 
común debe entenderse, no ya referido a la protección o desarrollo de un grupo de 
individuos afines o “no contrario al bien común”, sino que directamente debe pro-
penderse como objeto especial de la fundación, y sin propósito de lucro.  O sea, con 
fines benéficos. 

El Código recepta la mayoría de las normas de dicha ley, haciendo pequeñas re-
formas que veremos seguidamente.

El patrimonio inicial es requisito para la autorización para funcionar requirien-
do que el plan a desarrollar (plan trienal) sea acompañado con la solicitud del otor-
gamiento de personería jurídica.  Cumplido dicho plazo (primeros 3 años), deberá 
proponerse lo inherente al trienio siguiente (arts. 194 y 199).

El ar tícu lo 195 enumera en 11 incisos los requisitos del instrumento constituti-
vo de la fundación, lo que no genera demasiadas dudas excepto en el inciso k– que el 
plan trienal debe formar parte de aquel y no ser anexado como usualmente se instru-
menta, y como pareciera decir explícitamente el ar tícu lo 199.

El acto constitutivo de la fundación debe ser otorgado por instrumento público 
y solicitar y obtener autorización del Estado para funcionar (art. 193).

El ar tícu lo 195 nos menciona la posibilidad de que se realice el acto constitutivo 
por disposición de última voluntad, en cuyo caso el juez del sucesorio debe redactarlo. 

En cuanto a la responsabilidad de los fundadores y administradores durante el 
período fundacional, se decreta la responsabilidad solidaria frente a terceros por las 
obligaciones contraídas hasta lograr la autorización para funcionar.  Los bienes per-

http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=65478
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sonales de cada uno de ellos pueden ser afectados al pago de esas deudas solo des-
pués de haber sido satisfechos los acreedores individuales (art. 200).

Nótese que no hay obligación de inscribir en el registro público, lo que acarreará 
inconvenientes dada la indudable ventaja de la existencia de éstos para publicidad y 
oponibilidad frente a terceros (art. 200).

En los ar tícu los 197 y 198 CCCN se mencionan las promesas de donación he-
chas en el acto constitutivo y que deben ser cumplidas a partir de la resolución de la 
autoridad de contralor que autorice a la entidad para funcionar como persona jurídi-
ca.  En el caso de fallecimiento del fundador luego de firmar el acto constitutivo, no 
pueden ser revocadas por los herederos si ha sido presentada en el organismo que 
otorga la personería jurídica. 

La irrevocabilidad funciona a partir de la autorización para funcionar por la au-
toridad de aplicación, o a partir de su presentación si el fundador fallece.  

Es importante resaltar que la norma del ar tícu lo 154 que autoriza a la persona 
jurídica en formación inscribir preventivamente bienes a su nombre, no se aplica al 
caso ya que las fundaciones son personas jurídicas desde el momento de la autoriza-
ción estatal, dado que requieren autorización para funcionar.

El consejo de administración debe tener, al menos, tres personas humanas (en 
la Ley especial 19836 habla de personas físicas, o sea que se replica) (art. 201).

Es de notar que el funcionamiento del Consejo es propio de una persona jurídi-
ca con las características propias de la fundación, que es distinta a toda otra persona 
jurídica donde prevalece ante todo la voluntad del fundador, y el bien altruista y ge-
neroso del mismo.  

Con estos fundamentos y bajo el sustrato de la finalidad de bien común, el fun-
dador tiene autoridad suficiente y vertical para elegir los miembros del Consejo y re-
servarse cargos, la elección de los sustitutos, la forma de designación de los mismos 
–que puede delegarla– e incluso la posibilidad de reformar el estatuto en este mismo 
sentido.  Estas facultades deben ser reservadas en forma expresa, de lo contrario es el 
mismo Consejo quien reelegirá sus propios sustitutos (arts. 201 a 203).

El ar tícu lo 204 nos introduce la posibilidad de designar consejeros permanentes 
o temporarios y la delimitación de competencias sobre algunos temas de la funda-
ción, como por ejemplo, la designación de los miembros temporarios por los miem-
bros permanentes, lo que resulta muy útil en la práctica. 

Asimismo, se prevé en el ar tícu lo 205 la posibilidad de la formación de un co-
mité ejecutivo –pueden ser miembros del consejo de administración o no– los cuales 
percibirán, si así se establece en el estatuto, una retribución pecuniaria.  No perci-
ben remuneración los consejeros como tales, pero sí los miembros de este comité eje-
cutivo y los miembros del consejo que también sean miembros del comité ejecutivo 
(arts. 205 y 206).

El ar tícu lo 207 establece el quórum, la forma de convocatoria, las mayorías ne-
cesarias para tomar decisiones dentro del consejo de administración.

Personas jurídicas…
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Recordemos que en este tipo de entidades no hay otros integrantes, miembros o 
socios, sino que su funcionamiento depende exclusivamente de este órgano.

Por lo tanto, en el ar tícu lo 208 se menciona que cuando la concurrencia de los 
miembros integrantes del consejo de administración se ha tornado imposible, las 
mayorías establecidas (mayoría absoluta de los miembros presentes: con quórum de 
3 sobre 3, mitad más uno en el caso de 3 es 3, la mayoría absoluta sería de 2) no se 
requieren.

A los fines de facilitar el funcionamiento del Consejo, que es el único órgano de 
administración y gobierno de la fundación, se ha facilitado esta salida de manera tal 
que puedan nombrarse más miembros cuando se haya tornado imposible su funcio-
namiento por imposibilidad de concurrencia, no por oposición sistemática.

La remoción se establece con una mayoría de dos tercios de los integrantes del 
cuerpo (art. 209).

En el caso de acefalía, el organismo de contralor debe proceder a reorganizar la 
administración de la fundación, designando sus nuevas autoridades y modificando el 
estatuto de la entidad (art. 210).

Respecto a las normas aplicables a las obligaciones y derechos de los miembros 
del consejo de administración, se aclara que se rigen por las reglas del mandato, que 
son pasibles de la acción de responsabilidad que pueden promover tanto la funda-
ción con la autoridad de contralor (art. 211).

El ar tícu lo 212 establece la obligatoriedad de que todo contrato (excepto la do-
nación a la fundación), deba ser sometido a la aprobación de la autoridad de contra-
lor y es ineficaz de pleno derecho sin esa aprobación.  Esta norma se aplica a cual-
quier beneficio recibido por el fundador o sus herederos no previstos en el estatuto.

En el caso de reforma de estatutos, con la mayoría absoluta de los miembros del 
consejo de administración es suficiente.  Pero para los casos de cambio de objeto, fu-
sión con entidades similares y disolución, se requiere los dos tercios de los integran-
tes de dicho cuerpo.

Se aclara que solo es procedente el cambio de objeto cuando el establecido por 
el fundador ha llegado a ser de cumplimiento imposible (art. 216).

El destino de los bienes, una vez disuelta la fundación, debe destinarse a una en-
tidad de carácter público o una persona jurídica de carácter privado, cuyo objeto sea 
de utilidad pública o bien común, que no tenga fin de lucro y que esté domiciliada 
en la República, excepto que la fundación haya sido constituidas en el extranjero, en 
cuyo caso se regirá por las normas respectivas (art. 217).

En el caso de las donaciones que hayan sido efectuadas a la fundación, no po-
drán ser revocadas por el cambio de las circunstancias que hayan tornado imposible 
el cumplimiento del objeto, salvo que en el acto de celebración de dichas donaciones 
se haya establecido expresamente como condición resolutoria el cambio de objeto.

Es importante tener en cuenta la previsión en el acto de la donación, en rela-
ción a la posibilidad de revocarla si cambian circunstancias que hagan imposible el 
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cumplimiento del objeto de la fundación, ya que de lo contrario, la donación será 
irrevocable.

4. Asociaciones civiles

Con el CCCN tendremos –por fin– reguladas las asociaciones civiles de una manera 
más completa y sistemática 29.  A partir del ar tícu lo 168 en adelante, se regula la agru-
pación de personas sin fines de lucro, requiriendo que su objeto no sea contrario al 
interés general o al bien común.  De esta manera, se pone fin a la discusión en torno 
a si el bien común que tienen por objeto las asociaciones civiles es el bien común de 
toda la comunidad, o el bien común de los integrantes de dicha asociación.  La referi-
da cuestión provocó un amplísimo debate en el caso “ALITT” 30, resuelto por la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, que se inclinó en este último sentido, cambiando 
una pacífica jurisprudencia judicial y administrativa elaborada durante casi ciento 
cincuenta años que sostenía la necesidad de que el objeto de las asociaciones civiles 
debía perseguir el bien común de la comunidad. 

Desde el ar tícu lo 168 hasta el ar tícu lo 192 inclusive, el CCCN viene a reglamen-
tar  las asociaciones civiles y las simples asociaciones.

Se regula tomando en cuenta como antecedente las resoluciones al respecto que 
ha dictado la Inspección General de Justicia, que tenía aplicación local en el ámbi-
to de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, extendiendo por supuesto la normativa 
ahora sí, a todo el territorio nacional.

Se introducen, sin embargo, algunas novedades que debemos comentar, como 
por ejemplo, la forma instrumento público y su inscripción en el registro correspon-
diente una vez otorgada la autorización estatal para funcionar.  Es una entidad que 
requiere para que todas las consecuencias de la personalidad jurídica elegida tengan 
eficacia, del otorgamiento de autorización estatal para funcionar por la función so-
cial que desarrolla en la comunidad.  Se aclara que mientras no obtenga la inscrip-
ción, la entidad podrá funcionar pero bajo la regulación de las normas de las simples 
asociaciones. 

El inconveniente más gravoso será la responsabilidad de los miembros que la 
administren, que será solidaria durante ese período (art. 191 CCCN).  No mencio-
na si además de solidaria es ilimitada, lo que generará dudas a la hora de aplicar 
la norma.  Sería ilógico que fueran solidarios, pero su responsabilidad limitada al 

29. Art. 168 CCCN: “Objeto.  La asociación civil debe tener un objeto que no sea contrario al interés gene-
ral o al bien común.  El interés general se interpreta dentro del respeto a las diversas identidades, creencias 
y tradiciones, sean culturales, religiosas, artísticas, literarias, sociales, políticas o étnicas que no vulneren los 
valores constitucionales.  No puede perseguir el lucro como fin principal, ni puede tener por fin el lucro para 
sus miembros o terceros…”.

30. CSJN, 21/11/2006, “Asociación Lucha por la Identidad Travesti Transexual c/ Inspección General de Jus-
ticia y otro”.

Personas jurídicas…

http://servicios.csjn.gov.ar/confal/ConsultaCompletaFallos.do?method=verDocumentos&id=611573
http://servicios.csjn.gov.ar/confal/ConsultaCompletaFallos.do?method=verDocumentos&id=611573
http://servicios.csjn.gov.ar/confal/ConsultaCompletaFallos.do?method=verDocumentos&id=611573


 Doctrina 133Pilar María Rodríguez Acquarone

aporte al que se obligaron (la cuota social en estos casos) ya que la cuota social de-
bida, ya pertenece al patrimonio de la asociación como un crédito a cobrar, en todo 
caso.

El ar tícu lo 170 establece los recaudos del acto constitutivo, que son los que tene-
mos regulados en disposiciones administrativas.  Al respecto, merece especial aten-
ción la incorporación del inciso e) que establece que la asociación puede tener un 
plazo, o ser a perpetuidad.

En cuanto a los miembros del consejo directivo, el ar tícu lo 171 del CCCN re-
quiere que sean miembros asociados de la institución.  El estatuto debe prever, como 
mínimo, los cargos de presidente, secretario y tesorero, más 2 vocales.  No se prevé 
gerenciamiento, lo que será un problema en cuanto a los clubes de fútbol. 31  Tam-
poco se prevé la posibilidad de cobrar una remuneración por parte de la comisión 
directiva o consejo directivo.

Respecto a la fiscalización, en las asociaciones con más de 100 asociados debe 
haber un órgano de fiscalización unipersonal o no, con miembros asociados o no 
(art. 172).  En las entidades con menos de esa cantidad de asociados, no es obligato-
rio.  Los integrantes del órgano de fiscalización, no pueden integrar la comisión di-
rectiva, ni certificar los estados contables de la asociación 32.

En cuanto a los asociados, el ar tícu lo 170 inciso j) CCCN unificado menciona 
que el estatuto debe prever las clases o categorías de asociados, describiendo las pre-
rrogativas y deberes de cada uno.  También en el ar tícu lo 170 inciso k) manda prever 
el régimen de ingreso, admisión, renuncia, sanciones disciplinarias, exclusión y re-
cursos contra las decisiones.

La norma, a diferencia de la Resolución 7/2005, 33 no establece un número ce-
rrado de categoría de asociados.  Consecuentemente, podría entenderse que sería lí-
cita la creación de tantas categorías de asociados 34 como decidan los constituyentes, 
e invita a cuestionar el ar tícu lo 5, de la Resolución 7/2005, Anexo XIV 35.

En el nuevo Código se establece que, mediando previsión estatutaria, los aso-
ciados deban estar al día en el pago de las cuotas para participar en actos de gobierno 
(art. 175 y 178).

31. El proyecto Biagosch preveía el gerenciamiento profesional.

32. CNCom., Sala D, “Benavent c/ Benavent Hos SA” (La Ley, t. 1996-A, p. 502), dictado en un caso de una 
Sociedad Anónima.  [N. del E.: el lector podrá acceder aquí a los sumarios oficiales {buscar por carátula}].

33. [N. del E.: el lector podrá confrontar aquí la Resolución IGJ 7/2015, que reemplaza la de 2005].

34. Crovi sostiene que sería factible crear otras categorías de asociados (v. Crovi, Luis D., Régimen legal de las 
asociaciones civiles, Buenos Aires, LexisNexis, 2006, p. 77).

35. Art. 5 Anexo XIV RG IGJ 7/2005: “Se establecen las siguientes categorías de aso ciados: a) Activos: las 
personas físicas mayores de 18 años que revistan carácter de […] y sean aceptadas por la Comisión Directiva.  
b) Adherentes: las personas físicas mayores de 18 años de edad que no reúnan las condiciones para ser so-
cios activos.  Los asociados adherentes pagarán cuota social, no tendrán derecho a voz ni a voto, y no podrán 
ser elegidos para integrar los órganos sociales”.  [N. del E.: el lector podrá confrontar aquí la Resolución IGJ 
7/2015, que reemplaza la de 2005].

http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=109087
http://jurisprudencia.pjn.gov.ar/jurisp/principal.htm
http://www.jus.gob.ar/media/2951604/resolucion_general_07-15_actualizada.pdf
http://www.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=109087
http://www.jus.gob.ar/media/2951604/resolucion_general_07-15_actualizada.pdf
http://www.jus.gob.ar/media/2951604/resolucion_general_07-15_actualizada.pdf
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El ar tícu lo 175 impide la participación de los asociados en actos colegiados me-
diando previsión estatutaria.  El ar tícu lo 178 impone como condición de que puedan 
participar en asambleas el pago de las cuotas y contribuciones correspondientes al 
mes anterior.

Se advierte cierta contradicción entre los dos ar tícu los ya que podría no estar 
previsto el impedimento por el ar tícu lo 175.  Si no hubiera previsión estatutaria, po-
drían participar; pero por el ar tícu lo 178, no.

El ar tícu lo 179 establece que el asociado puede renunciar en todo momento y 
el ar tícu lo 180 regula la exclusión de los asociados por causas graves, asegurando el 
derecho de defensa del asociado en el procedimiento y la revisión por la asamblea de 
dicha decisión.

En cuanto a la disolución, se agregan a los establecidos para todas las personas 
jurídicas, la reducción del número de socios que no permitan tener una comisión di-
rectiva con el mínimo de miembros legal.

En el ar tícu lo 182 se declara la intransmisibilidad de la calidad de asociado, lo 
que denota la naturaleza de esta clase de persona jurídica.

El ar tícu lo 186 CCCN nos remite a la aplicación supletoria de las normas de la 
Ley 19.550 en cuanto resulten compatibles.

5. Los clubes de campo o conjuntos inmobiliarios, a la luz de la normativa 
sobre asociaciones civiles incorporada al Código Civil y Comercial

La nueva normativa del Código evita forzar figuras legales como las sociedades del 
Capítulo II de la Ley 19550 para que los clubes de campo (o conjuntos inmobiliarios) 
tengan algún encuadramiento legal, en el caso bajo análisis, como asociaciones civi-
les bajo la forma de sociedad comercial.

A partir del nuevo Código, los clubes de campo estarán regulados específica-
mente bajo el título de conjuntos inmobiliarios.  Con anterioridad al dictado de la 
Ley 19550, y debido a que los conjuntos inmobiliarios carecían de regulación especí-
fica, eran objeto de distintos encuadramientos para su mejor adaptación a la norma-
tiva vigente, lo que generaba situaciones completamente disímiles y muy difíciles de 
resolver, pues el hecho de tratarse, las asociaciones civiles y las sociedades de contra-
tos asociativos, ello no significa que las normas que gobiernan a una y otra entidad 
puedan ser utilizadas de manera arbitraria, atento que ambas corporaciones tienen 
una causa final totalmente diferente: las asociaciones carecen de fin de lucro, mien-
tras que en las sociedades comerciales sucede exactamente lo contrario.  Esta dife-
rencia basta para descalificar cualquier asimilación entre ambas figuras y justifica la 
derogación del ar tícu lo 3 de la Ley 19550.

Las insalvables diferencias entre ambos contratos asociativos fueron puestas de 
manifiesto en trascendentes fallos judiciales.

Personas jurídicas…
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En el fallo “Castro Francisco c/ Altos de los Polvorines SA” 36, la Sala D de la Cá-
mara Nacional de Apelaciones en lo Comercial sostuvo que

No procede impugnar la decisión de la asamblea de una asociación constituida como 
sociedad anónima –en el caso, una asociación urbanística, residencial, deportiva y cul-
tural– que derogó una regla establecida por el directorio –prohi bición de admitir como 
vecinos a los cónyuges de personas cuyos precedentes esposos continuasen integrando 
la comunidad– con fundamento en no haberse alcanzado la mayoría necesaria debido 
a la abstención de una considerable cantidad de votantes ya que, la regla en cuestión 
carece de legitimidad de origen por su autoría no estatutaria ni asamblearia y su conte-
nido intrínseco contraría la tendencia social derivada de la habilitación legislativa para 
contraer múltiples nupcias y el sentido de lo dispuesto en el ar tícu lo 531, incs. 3º y 4º del 
Cód. Civil. 37

Sosteniéndose, asimismo, que

La disposición del ar tícu lo 3º de la Ley de Sociedades Comerciales 19.550 (Adla, XLIV-
B, 1310), en cuanto preceptúa que las asociaciones –en el caso, una de índole urbanísti-
ca, residencial, deportiva y cultural– que se constituyan bajo la forma de una sociedad 
comercial quedan sujetas a las normas que rigen este tipo societario, se refiere a la es-
tructura de dicho ente y no al modo, sentido y comprensión por los jueces de los con-
flictos que se susciten en su ámbito interno. 38

Para concluir el tribunal que

Me parece que dentro de una persona colectiva como la que describí, y dada situación 
tan enojosa por resolver como la que refería, no cabe reputar a los ausentes y a los silen-
tes como sostén implícito de una regla que fue 1) social, pero no empresarial; 2) de au-
toría directorial, pero no estatutaria o asamblearia, y 3) de contenido antinatural, pues 
desatiende al “presente cónyuge” de un socio.

Puede afirmarse, luego de la lectura de ese importante precedente judicial, que si la 
estructura societaria puede ser utilizada para la organización interna de las asocia-
ciones societarias, pero no se pueden aplicar las reglas previstas en la Ley 19.550 para 
resolver situaciones en particular que se originan en el seno de una entidad civil –
como sostuvo el magistrado Edgardo Marcelo Alberti en dicha oportunidad–, y  en 
vistas a que las normas de la Ley General de Sociedades están pensadas para resolver 

36. CNCom., Sala D, 30/6/1999, “C., F. V. c/ Altos de Los Polvorines SA”.  [N. del E.: el lector podrá acceder 
aquí a los sumarios oficiales {buscar por carátula}].

37. La Ley, t. 2000-D, p. 94 (sumario nº 1).

38. La Ley, t. 2000-D, p. 94 (sumario nº 2).

http://www.infojus.gob.ar/camara-nacional-apelaciones-comercial-nacional-ciudad-autonoma-buenos-aires--altos-polvorines-fa99977221-1999-06-30/123456789-122-7799-9ots-eupmocsollaf
http://jurisprudencia.pjn.gov.ar/jurisp/principal.htm
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conflictos de empresas, se concluye que salta a la vista la necesaria derogación del ar-
tícu lo 3 de la Ley General de Sociedades, atento su fuerte asistematicidad. 

Con otras palabras: si el interés del socio es completamente distinto al del aso-
ciado, y las normas de la Ley 19.550 no están diseñadas para resolver conflictos sus-
citados en el seno de las asociaciones civiles habida cuenta de la nueva recepción 
normativa de estas últimas entidades por el Código Civil y Comercial, la norma del 
ar tícu lo 3 de la Ley 19550 carece actualmente de todo sentido 39. 

Pero existen otras razones que justifican la conclusión que propongo.
El ar tícu lo 1 de la Ley General de Sociedades reza: 

Habrá sociedad si una o más personas en forma organizada conforme a uno de los tipos 
previstos en esta ley se obligan a realizar aportes para aplicarlos a la producción o inter-
cambio de bienes o servicios, participando de los beneficios y soportando las pérdidas.  
La sociedad unipersonal solo se podrá constituir como sociedad anónima.  La sociedad 
unipersonal no puede constituirse por una sociedad unipersonal.

Más allá de la introducción en el ar tícu lo 1 de la posibilidad de constituir una so-
ciedad con una o más personas, la Ley General de Sociedades reitera el concepto de 
empresa o hacienda empresaria detrás del encuadre jurídico societario, como funda-
mento, contenido y sustrato del marco jurídico, con lo cual no habría una sociedad 
sin un emprendimiento desde el punto de vista de la definición estrictamente legal, 
sin un negocio en actividad que requiera la forma estructural de una sociedad. 

Entendemos que no podría haber una estructura societaria para encubrir actua-
ciones extrasocietarias, por expresa disposición legal del ar tícu lo 54 último párrafo 
de la Ley Societaria vigente y la incorporación del ar tícu lo 144 CCCN unificado.

El marco del objeto de la sociedad debe ser un objeto preciso y determinado re-
lacionado con la actividad civil o comercial, pero con fines empresarios y con ánimo 
de lucro de sus integrantes, configurativo de la causa fin de este contrato asociativo. 

39. De la ponencia presentada en el VI Congreso Argentino de Derecho Societario y II Congreso Iberoame-
ricano de Derecho Societario de la Empresa (Mar del Plata, 1995) por Acquarone y Nissen surgen, entre otros, 
los siguientes fundamentos de la necesidad de derogación del art. 3, los siguientes: “a) En la sociedad comer-
cial el socio busca percibir dividendos, mientras que el asociado de la asociación civil persigue obtener la uti-
lización de los servicios de la entidad.  b) En cuanto a la formación del capital social, éste se suscribe en las 
sociedades comerciales, al momento de constituirse la entidad o posteriormente, en cada oportunidad en que 
se resuelve su aumento […] en las asociaciones, en cambio, es fundamental que los socios contribuyan en for-
ma periódica, generalmente mensual […] c) En relación con la transmisión de las acciones en las sociedades 
anónimas, el principio es la libertad […] Por el contrario en las asociaciones la transferibilidad de la condición 
de asociado […] resulta fundamental […] d) Tampoco resulta compatible para las sociedades comerciales, 
el régimen disciplinario admitido universalmente para las asociaciones civiles […] e) En materia de disolu-
ción y liquidación se presenta el punto más conflictivo de toda la problemática para la aplicabilidad de uno y 
otro régimen.  En la sociedad comercial […] los socios tienen derecho al reembolso del capital aportado y a 
la percepción de la cuota liquidatoria […] En las asociaciones civiles, en cambio, producida la disolución, los 
bienes sociales pasan a otra entidad destinada al bien público…”.  (Acquarone, María T. y Nissen, Ricardo A., 
“Necesidad de derogar el art. 3º de la Ley 19550, en cuanto legisla las asociaciones bajo forma de sociedad”, en 
Favier Dubois, E. M. y Nissen, R. A. (dirs.), Derecho societario argentino e iberoamericano, Buenos Aires, Ad-
Hoc, 1996, t. 1, pp. 447-450).
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Advertido ello, y teniendo en cuenta que el objeto preciso y determinado se en-
cuentra también regulado en la parte general de personas jurídicas en el ar tícu lo 156 
del ordenamiento proyectado, con lo cual el legislador ha querido que las asociacio-
nes civiles tengan una actividad encuadrada en un objeto que no sea contrario al in-
terés general o al bien común, surge evidente que las conocidas “asociaciones bajo 
forma de sociedad” carecen actualmente de validez, pues las sociedades denomina-
das patrimoniales no podrían subsistir ya que no tendrían ninguna actividad, toda 
vez que poseer bienes no es precisamente “producción e intercambio de bienes o ser-
vicios”, ni desarrollar una actividad encaminada al bien común o al interés general.

Resultaba imprescindible una legislación nacional que regule estos temas que 
hemos puntualizado como necesarios en relación a la persona jurídica del consorcio 
de propietarios, y en especial relación con los conjuntos inmobiliarios.  En este senti-
do, consideramos muy valioso el aporte brindado con este Código ya que trata cada 
uno de los temas que nos preocupan.

6. En cuanto a la regulación del consorcio de copropietarios  
como persona jurídica

El Código unificado prevé en el Libro Primero: De la Parte General, Título II: De la 
Persona Jurídica, Capítulo 1: Parte General, Sección 1ª, en el ar tícu lo 148, que son 
personas jurídicas privadas “h) el consorcio de propiedad horizontal”.

Luego, especialmente en el ar tícu lo 2044, define: “El conjunto de los propieta-
rios de las unidades funcionales constituye la persona jurídica consorcio…”,  cues-
tión que resuelve uno de los problemas esenciales en la constitución, organización y 
funcionamiento de los consorcios de propietarios y en los conjuntos inmobiliarios.  
Deroga la Ley 13512 de Propiedad Horizontal e incorpora su regulación al nuevo 
Código.

En el ar tícu lo 2075, correspondiente al Título VI: De los conjuntos inmobilia-
rios.  Capítulo 1: Conjuntos inmobiliarios, nos remite a la aplicación de la propiedad 
horizontal.  Determina en este sentido: 

Todos los conjuntos inmobiliarios deben someterse a la normativa del derecho real de 
propiedad horizontal establecida en el título V de este Libro, con las modificaciones que 
establece el presente Título, a los fines de conformar un derecho real de propiedad hori-
zontal especial.

En este sentido, define el marco jurídico aplicable a los conjuntos inmobiliarios, apli-
cándose atinadamente entonces las normas del derecho real de propiedad horizontal 
especial y la relativa a la personalidad jurídica del consorcio.

Los conjuntos inmobiliarios existentes que se hubiesen establecido como dere-
chos personales, o donde coexistan derechos reales y derechos personales, se deben 
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adecuar a las previsiones normativas que regulan este derecho real.  En el Proyecto 
de Código elevado por la comisión de juristas creada al efecto decía: “Pueden asi-
mismo existir conjuntos inmobiliarios en los que se establecen los derechos como 
personales o donde coexisten derechos reales y derechos personales”.  Entendemos 
que el cambio introducido por el Poder Ejecutivo no es más que una aspiración que 
no se condice con la realidad del gran país que tenemos y las múltiples realidades 
que coexisten hoy.  Interpretamos como una norma de imposible cumplimiento por 
los altísimos costos y por la dificultad en el sentido de contar con el consentimiento 
formal de los propietarios, ya que se estará alterando el derecho de propiedad consa-
grado por la Constitución Nacional.

De esta manera, no se aceptan los sistemas preexistentes a la sanción del Códi-
go, buscando unificar el diseño legal impuesto con el nuevo derecho real de propie-
dad horizontal especial.

La realidad –tan diversa en esta materia– 40 ha hecho que el Código se aparte de 
las posibilidades concretas que tendrán los distintos sistemas preexistentes de adop-
tar obligatoriamente el nuevo derecho real de propiedad horizontal especial. 41

Determina asimismo en el ar tícu lo 2044, que sus órganos son la asamblea, el 
consejo de propietarios y el administrador, como así también la forma de extinción 
de la personalidad jurídica.

Luego, en el ar tícu lo 2056 del Código unificado, se establece que dentro del con-
tenido que debe tener el reglamento de propiedad y administración, deben estar la 
determinación de la forma de convocar la reunión de propietarios y su periodicidad, 
la determinación de las mayorías necesarias para las distintas decisiones, la determi-
nación de las mayorías necesarias para modificar el reglamento de copropiedad.

Posteriormente y en forma pormenorizada, determina en los ar tícu los 2058 
y siguientes el funcionamiento, quórum, competencia de los distintos órganos y la 
competencia residual que le cabría a la asamblea de propietarios (art. 2058, inc. d).

En el ar tícu lo 2059, se consagra la validez de incorporar el tratamiento del al-
gún punto del orden del día con la presencia de todos los propietarios y que todos 
acuerden por unanimidad tratar el tema, más allá del resultado de la votación sobre 
el punto en particular, innovando en esta materia tan controvertida. 

En este mismo sentido, además de la posibilidad de incorporar un punto al or-
den del día, se proclama definitivamente la posibilidad de que la asamblea se auto-
convoque sin necesidad de citación previa, determinando que si todos los propieta-
rios se autoconvocaron y aprobaron el orden del día, las decisiones serán válidas más 

40. Ahumada, Daniel y Ventura, Gabriel, “Compraventa en condominios cerrados”, en Revista de Derecho 
Privado y Comunitario, Santa Fe, Rubinzal-Culzoni, nº 2004-1, p. 123-154.

41. Fontbona, Francisco I. J. y Vitaver, Benjamín, “La propiedad horizontal, los clubes de campo y las uni-
dades a construir”, en Revista del Notariado, Buenos Aires, Colegio de Escribanos de la Capital Federal, nº 761, 
septiembre-octubre 1978, pp. 1593-1625.  Urtubi, Victoria, “Terminología y marco jurídico de los barrios ce-
rrados”, en Revista Notarial, La Plata, Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires, nº 961, 2009, 
pp. 55-78.
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http://www.iprofesional.com/adjuntos/pdf/2012/03/358316.pdf
http://www.infoleg.gov.ar/wp-content/uploads/2013/11/8842012.pdf
http://www.colescba.org.ar/ics-wpd/revista/Textos/RN961-2009-doc-urtubi.pdf
http://www.colescba.org.ar/ics-wpd/revista/Textos/RN961-2009-doc-urtubi.pdf
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allá del resultado de la votación una vez tratado el punto del orden del día, tomando 
partido por una solución de acuerdo con parte de la doctrina y jurisprudencia. 42

En relación con algunos temas que deben tener un tratamiento expreso y a los 
fines de que no puedan decidirse temas sin la asistencia y opinión emitida por los 
propietarios, el ar tícu lo 2061 establece que no podrá conformarse la mayoría sin la 
conformidad expresa de los titulares de los derechos afectados.  Más allá de su dudo-
sa redacción, creemos muy valioso el aporte brindado en este tema justamente por la 
forma de computar las mayorías que ha traído disidencias con consecuencias disími-
les en cuanto a sus efectos. 43

En respuesta a la imperiosa necesidad de regular los conjuntos inmobiliarios, el 
Código brinda una adecuada solución que luego los operadores moldearán de acuer-
do a las diversas necesidades.

Creemos que la regulación del Código deberá –en la realidad y a pesar de su 
letra– convivir con las formas jurídicas preexistentes, ya que sería de imposible apli-
cación práctica la reforma de las modalidades anteriores adoptadas en orden a cubrir 
una necesidad que no tenía respuesta legislativa.

Asimismo, creemos en la posibilidad de diseñar a través de la persona jurídi-
ca consorcio la regulación del derecho de admisión, en los casos de convivencia de 
partes privativas con partes comunes, inescindible con la propiedad de las unidades 
objeto de dominio exclusivo por parte de los titulares y el derecho y la regulación del 
uso de las partes comunes, así como la titularidad del dominio.  En el Código se en-
cuentra específicamente previsto en el ar tícu lo 2085:

El reglamento de propiedad horizontal puede prever limitaciones, pero no impedir la li-
bre transmisión y consiguiente adquisición de unidades funcionales dentro del conjunto 
inmobiliario, pudiendo establecer un derecho de preferencia en la adquisición a favor 
del consorcio de propietarios o del resto de los propietarios de las unidades privativas. 44

En este sentido, no se aclara si estamos en el marco del derecho de preferencia nor-
mado por nuestros ar tícu los 1368 y 1394 45 del nuevo Código Civil o por el del domi-

42. Cfr. los argumentos de CNCom., Sala D, 1/7/2011, “Inspección General de Justicia c/ Lagos del Sur Ar-
gentino SA s/ organismos externos” en nota 17; ver también en este sentido CNCom., Sala D, 5/6/2012, “Ins-
pección General de Justicia c/ Grupo Montañeses SA s/ organismos externos” en nota 17.

43. Al respecto desarrollaremos el tema al tratar el precedente jurisprudencial “C. c/ Altos de los Polvorines 
SA” (CNCom., Sala D, 30/6/1999) (cfr. nota 36).

44. Ver al respecto Mariani de Vidal, Marina y otros, “Situación actual para organizar este tipo de desa-
rrollos”, en Revista del Notariado, Buenos Aires, Colegio de Escribanos de la Ciudad de Buenos Aires, nº 903, 
enero-marzo 2011, pp. 137-151 (disertación de la autora en el marco del “Seminario sobre la estructura jurídi-
ca de los clubes de campo y barrios cerrados” [Buenos Aires, 2010]).  Menciona que el proyecto de unificación 
de la legislación civil y comercial de 1998 los individualiza como conjuntos inmobiliarios (dentro del acápite 
dedicado a las propiedades especiales) de propiedad urbana especial.

45. Abella, Adriana N. y Mariani de Vidal, Marina, “Clubes de campo y barrios cerrados. El problema de 
la admisión”, en La Ley, Buenos Aires, 14/12/2007 (t. 2007-F, pp. 1363 y ss).

http://www.infojus.gob.ar/camara-nacional-apelaciones-comercial-nacional-ciudad-autonoma-buenos-aires-inspeccion-general-justicia-grupo-montaneses-sa-organismos-externos-fa12130552-2012-06-05/123456789-255-0312-1ots-eupmocsollaf
http://www.infojus.gob.ar/camara-nacional-apelaciones-comercial-nacional-ciudad-autonoma-buenos-aires-inspeccion-general-justicia-grupo-montaneses-sa-organismos-externos-fa12130552-2012-06-05/123456789-255-0312-1ots-eupmocsollaf
http://www.infojus.gob.ar/camara-nacional-apelaciones-comercial-nacional-ciudad-autonoma-buenos-aires--altos-polvorines-fa99977221-1999-06-30/123456789-122-7799-9ots-eupmocsollaf
http://www.infojus.gob.ar/camara-nacional-apelaciones-comercial-nacional-ciudad-autonoma-buenos-aires--altos-polvorines-fa99977221-1999-06-30/123456789-122-7799-9ots-eupmocsollaf
https://www.colegio-escribanos.org.ar/biblioteca/cgi-bin/ESCRI/ARTICULOS/56089.pdf
https://www.colegio-escribanos.org.ar/biblioteca/cgi-bin/ESCRI/ARTICULOS/56089.pdf
http://campus.usal.es/~derepriv/refccarg/proyecto/
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nio revocable.  Tampoco aclara el nuevo Código qué sucede con estas cláusulas que 
establecen un derecho de preferencia, en caso de transmisión mortis causa. 

Luego, en el ar tícu lo 2086 se regula la posibilidad de que se apliquen sanciones a 
titulares de las unidades funcionales por parte del consorcio de copropietarios, siem-
pre y cuando estén previstas en el Reglamento de Copropiedad.  

La persona jurídica consorcio es apta para contener, de acuerdo a las cláusulas 
estatutarias diseñadas a tal fin, diferentes situaciones que tienen que ver con la convi-
vencia y la utilización compartida o alternada de espacios comunes.  

En cuanto al tema que más preocupa a los consorcistas, cual es la clase de res-
ponsabilidad que tendrán como socios de esta persona jurídica, no está regulado es-
pecíficamente.

En ámbitos comercialistas se ha sostenido que la persona jurídica responderá 
solo con el fondo operativo y fondo de reserva que es su único patrimonio y que los 
acreedores nunca podrían atacar luego de excutidos los bienes sociales el patrimonio 
de los consorcistas.

Sin embargo, el ar tícu lo 2041 enumera los bienes de propiedad común del con-
sorcio.  Estos bienes constituirán el patrimonio de la persona jurídica entendiendo 
los términos de “propiedad común” equivalentes a patrimonio social, o de la persona 
jurídica 46.

El ar tícu lo 143 del nuevo Código establece:

Personalidad diferenciada.  La persona jurídica tiene una personalidad distinta de la de 
sus miembros.  Los miembros no responden por las obligaciones de la persona jurídica, 
excepto en los supuestos que expresamente se prevén en este Título y lo que disponga la 
ley especial. 

Y también el ar tícu lo 181, en relación a las asociaciones:

Responsabilidad.  Los asociados no responden en forma directa ni subsidiaria por las 
deudas de la asociación civil.  Su responsabilidad se limita al cumplimiento de los apor-
tes comprometidos al constituirla o posteriormente y al de las cuotas y contribuciones a 
que están obligados.

En principio, no podría haber solidaridad, pero entendemos que sí subsidiaridad 
porque los obligados al pago de las dudas del consorcio son los consorcistas, tal 
como vemos seguidamente. 

¿Qué sucederá en caso de insolvencia?  ¿Qué ocurrirá en caso de una deuda del 
consorcio como tal frente al reclamo del acreedor, si los bienes del consorcio son in-
suficientes?

46. Por supuesto, tendremos que ver la factibilidad técnica de ejecutar un bien de propiedad común, como 
por ejemplo un sum, una piscina, un quincho, etc.

Personas jurídicas…
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¿Se puede concursar la persona jurídica del consorcio?  ¿Puede ser declarada 
en quiebra?  La doctrina especializada en la materia fundamenta con argumentos 
insoslayables que la quiebra no podría ser declarada contra el consorcio de copro-
pietarios 47.  Sin embargo, el ar tícu lo 2 de la Ley 24522 menciona como sujetos con-
cursables a las personas de existencia ideal de carácter privado, admitiendo la con-
cursabilidad de las personas jurídicas que no estén excluidas por leyes especiales, y el 
Código no las excluye. 48

Los consorcistas están obligados, según el ar tícu lo 2046, a pagar las expensas; 
y los ar tícu los 2048 y 2049, establecen claramente: a) la obligatoriedad de pagar las 
expensas incluso las extraordinarias, b) que el certificado expedido por el adminis-
trador es título ejecutivo para el cobro a los propietarios y c) que no pueden liberarse 
del pago ni aún abandonando la cosa. 

Las cuestiones a resolver son muchas, quizás demasiadas, y la jurisprudencia 
tendrá la palabra al respecto.  Entiendo que será acorde a la cultura jurídica y a la na-
turaleza de las instituciones.

47. Ver Benseñor, Norberto R., “La persona jurídica en el Proyecto de Código Civil y Comercial de la Na-
ción”, en AA. VV., LXIV Seminario “Laureano Arturo Moreira”, Buenos Aires, Academia Nacional del Nota-
riado, 2012, 29-30: “En principio, pensamos que los institutos de la quiebra y el concurso no están diseñados 
para ser aplicado al consorcio de propietarios el cual no puede desprenderse del derecho real que rodea a la 
estructura patrimonial que lo sostiene.  En principio, el consorcio no dispone de una situación de insolvencia 
que lo involucre en un estado de quiebra, por cuanto el pasivo que generan las obligaciones devengadas, tie-
nen inmediato correlato con la obligación de los propietarios de absorber las sumas adeudadas por expensas”.

48. Ver Barbieri, Pablo C., “Los sujetos concursables y la reforma del Código Civil y Comercial” [on line], 
en Infojus, Buenos Aires, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, 30/12/2014: “El reconoci-
miento del consorcio de copropietarios como persona jurídica privada me inclina a admitir su concursalidad, 
pese a reconocerse precedentes en diferente dirección”.  (Aclaración: los precedentes a que se refiere en su ar-
tícu lo son anteriores al nuevo Código Civil y Comercial).

http://www.infojus.gob.ar/pablo-carlos-barbieri-sujetos-concursables-reforma-codigo-civil-comercial-dacf140903-2014-12-30/123456789-0abc-defg3090-41fcanirtcod

